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Un año más al realizar esta crónica jurídica pretendemos subrayar los 
desarrollos habidos durante el año 2006 en diversos sectores e instituciones 
del Derecho Internacional Público que han sido objeto de una selección 
para su análisis. 
1. ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS' 
Los principales órganos jurídicos de las Naciones Unidas son la Sexta 
Comisión de la Asamblea General, la Comisión de Derecho Internacional y 
la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI). Desde la perspectiva del Derecho Internacional Público, no obs-
tante, los más relevantes son la Sexta Comisión y la Comisión de Derecho 
Internacional. 
1.1. Sexta comisión de la asamblea general 
La Sexta Comisión, una de las seis Comisiones Principales de la Asamblea 
General, tiene asignados todos los temas del programa de la Asamblea que 
tratan sobre asuntos jurídicos. Ha estado presidida por S.E. Sr. Juan Antonio 
Yáñez-Barnuevo (España). La Mesa estuvo compuesta por el Presidente y 
por tos Srs. Mahmoud Hmoud (Jordania), Mahmoud Samy (Egipto) y Grzegorz 
Zyman (Polonia), que fueron elegidos Vicepresidentes de la Comisión. El Sr. 
Václav Mikulka ha ejercido las funciones de Secretario. 
Epígrafe realizado por el Dr. Joaquín Alcaide Fernández, Profesor de Derecho Internacio-
nal Público y Relaciones Internacionales de la Universidad de Sevilla. 
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La lista de los temas asignados a la Sexta Comisión figura en la carta de 
fecha 21 de septiembre de 2005 dirigida al Presidente de la Sexta Comisión 
por el Presidente de la Asamblea General2. 
i. Promoción de la justicia y del Derecho Internacional: Programa de 
asistencia de las Naciones Unidas para la enseñanza, el estudio, la difusión 
y una comprensión más amplia del Derecho Internacional; Informe de la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
sobre la labor realizada en su 38° período de sesiones; Informe de la Comi-
sión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su 57° período de 
sesiones; Informe del Comité Especial de la Carta de las Naciones Unidas y 
del fortalecimiento del papel de la Organización; Alcance de la protección 
jurídica en virtud de la Convención sobre la Seguridad del Personal de las 
Naciones Unidas y el Personal Asociado. 
ii. La fiscalización de drogas, la prevención del delito y la lucha contra 
el terrorismo internacional en todas sus formas y manifestaciones: Medidas 
para eliminar el terrorismo internacional. 
iii. Asuntos de organización y administrativos y otros asuntos: Revitaliza-
ción de la labor de la Asamblea General': Informe del Comité de Relaciones 
con el País Anfitrión; Otorgamiento de la condición de observador en la 
Asamblea General a la Asociación Latinoamericana de Integración, al Fondo 
Común para los Productos, a la Conferencia de La Haya de Derecho Interna-
cional'', y a la Conferencia Iberoamericana'. 
1.2. Comisión de derecho internacionale 
1.2.1. La composición y estructura de la Comisión 
La Comisión de Derecho Internacional celebró en su sede permanente de 
la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra su 58° período de sesiones'. 
2 	A/C.6/60/1 
3 	La Asamblea General decidió asignar también el tema 116 a todas las Comisiones Prin- 
cipales con el único objetivo de que examinaran su programa de trabajo provisional respectivo y 
adoptaran las medidas del caso. 
4 	Carta de fecha 25 de octubre de 2005 dirigida al Presidente de la Sexta Comisión por el 
Presidente de la Asamblea General (A/C.6/60/1 /Add.1). 
5  Carta de fecha 31 de octubre de 2006 dirigida al Presidente de la Sexta Comisión por el 
Presidente de la Asamblea General (A/C.6/60/1 /Add.2). 
6  Fuente: Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su 
58° período de sesiones, del 1° de mayo a 9 de junio y 3 de julio a 11 de agosto de 2006, Asamblea 
General. Documentos Oficiales. 61° periodo de sesiones. Suplemento No. 10 (A/61/10). 
La Comisión estuvo integrada por los siguientes miembros: Sres. Emmanuel Akwei Addo 
(Ghana), Husain M. Al-Baharna (Bahrein), Ali Mohsen Fetais Al-Marri (Qatar), Joáo Clemente Baena 
Soares (Brasil), lan Brownlie (Reino Unido), Enrique Candioti (Argentina), Choung Il Chee (República 
de Corea), Pedro Comissário Afonso (Mozambique), Riad Daoudi (República Árabe Siria), Christopher 
John Robert Dugard (Sudáfrica), Constantin P. Economides (Grecia), Sra. Paula Escarameia (Portu-
gal), Sres. Salifou Fomba (Malí), Gíorgio Gaja (Italia), Zdzislaw Galicki (Polonia), Peter C. R. Kabatsi 
(Uganda), Maurice Kamto (Camerún), James Lutabanzibwa Kateka (República Unida de Tanzanía), 
Fathi Kemicha (Túnez), Roman Anatolyevitch Kolodkin (Federación de Rusia), Martti Koskenniemi 
(Finlandia), William R. Mansfield (Nueva Zelandia), Míchael J. Matheson (Estados Unidos), Theodor 
En su 2867' sesión, celebrada el 1° de mayo de 2006, la Comisión eligió la 
siguiente Mesa' y la Mesa ampliada de la Comisión estuvo integrada por los 
miembros de la Mesa del período de sesiones, los anteriores Presidentes 
de la Comisión' y los Relatores Especiales10. Por recomendación de la Mesa 
ampliada, la Comisión estableció un Grupo de Planificación". En sus sesio-
nes 2871a, 2874', 2880' y 2881a, celebradas respectivamente los días 5, 11, 
23 y 30 de mayo de 2006, la Comisión estableció un Comité de Redacción12  
que celebró un total de 28 sesiones. En sus sesiones 2868', 2877' y 2888', 
celebradas respectivamente los días 2 y 17 de mayo y 5 de julio de 2006, la 
Comisión también volvió a establecer diversos Grupos de Trabajo y un Grupo 
de Estudio'''. El Sr. Nicolas Michel, Subsecretario General de Asuntos Jurídi- 
Viorel Melescanu (Rumania), Djamchid Momtaz (República Islámica del Irán), Bernd H. Níehaus 
(Costa Rica), Didier Opertti Badan (Uruguay), Guillaume Pambou-Tchívounda (Gabón), Alain Pellet 
(Francia), Pemmaraju Sreenivasa Rao (India), Víctor Rodríguez Cedeño (Venezuela), Eduardo Va-
lencia Ospina (Colombia), elegido por la Comisión en su 2867' sesión, celebrada el 1° de mayo de 
2006, para llenar la vacante imprevista creada por la elección del Sr. Bernardo Sepúlveda a la Corte 
Internacional de Justicia, Sra. Hanqin Xue (China) y Sr. Chusei Yamada (Japón). 
8  Presidente: Sr. G. Pambou-Tchívounda; Primer Vicepresidente: Sr. G. Gaja; Segundo Vi-
cepresidente: Sr. V. Rodríguez Cedeño; Presidente del Comité de Redacción: Sr. R.A. Kolodkin; y 
Relatora: Sra. H. Xue. 
9  Sres. J. C. Baena Soares, E. Candioti, Z. Galicki, P.C.R. Kabatsi, A. Pellet, P.S. Rao y C. 
Yamada. 
10  Sres. 1. Brownlie, C.J.R. Dugard, G. Gaja, Z. Galicki, M. Kamto, A. Pellet, P.S. Rao, V. 
Rodríguez Cedeño y C. Yamada. 
11 	Integrado por los Sres. G. Gaja (Presidente), E.A. Addo, E. Candioti, R Comissário Afonso, 
R. Daoudi, Sra. P. Escarameia, Sres. S. Fomba, Z. Galicki, P. Kabatsi, M. Kamto, J.L. Kateka, F. Kemi-
cha, R.A. Kolodkin, T.V. Melescanu, D. Momtaz, B. Niehaus, A. Pellet, P.S. Rao, E. Valencia Ospina, 
C. Yamada y Sra. H. Xue (ex officio). 
12 	Integrado por los siguientes miembros para los temas que se indican a continuación: a) 
Protección diplomática: Sres. R.A. Kolodkin (Presidente), J. Dugard (Relator Especial), 1. Brownlie, 
E. Candioti, C.I. Chee, C. Economides, Sra. P. Escarameia, Sres. G. Gaja, F. Kemicha,. W. Mansfield, 
M. J. Matheson, D. Momtaz, C. Yamada y Sra. H. Xue (ex officio). b) Responsabilidad internacional 
por las consecuencias perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho internacional (Responsa-
bilidad internacional en caso de pérdida causada por un daño transfronterizo resultante de activi-
dades peligrosas): Sres. R.A. Kolodkin (Presidente), P.S. Rao (Relator Especial), J.C. Baena Soares, 
E. Candioti, C.I. Chee, R. Daoudi, Sra. R Escarameia, Sres. G. Gaja, M. Koskenniemi, W. Mansfield, 
M.J. Matheson, C. Yamada y Sra. H. Xue (ex officio). c) Reservas a los tratados: Sres. R. A. Kolodkin 
(Presidente), A. Pellet (Relator Especial), Sra. R Escarameia, Sres. S. Fomba, G. Gaja, Z. Galicki, 
M. J. Matheson, C. Yamada y Sra. H. Xue (ex officio). d) Responsabilidad de las organizaciones in-
ternacionales: Sres. R. A. Kolodkin (Presidente), G. Gaja (Relator Especial), C.P. Economides, Sra. 
R Escarameia, Sres. W. Mansfield, M.J. Matheson, D. Momtaz, E. Valencia Ospina, C. Yamada y Sra. 
H. Xue (ex officio). e) Recursos naturales compartidos: Sres. R.A. Kolodkin (Presidente), C. Yamada 
(Relator Especial), E. Candioti, R Comissário Afonso, R. Daoudi, Sra. R Escarameia, Sres. S. Fomba, 
G. Gaja, Z. Galicki, W. Mansfield, M.J. Matheson, G. Pambou-Tchivounda y Sra. H. Xue (ex officio). 
13 	a) Grupo de Trabajo sobre los recursos naturales compartidos: Sres. E. Candioti (Presi- 
dente), C. Yamada (Relator Especial), J. C. Baena Soares, P. Comissário Afonso, R. Daoudi, Sra. P. 
Escarameia, Sres. S. Fomba, G. Gaja, Z. Galicki, R Kabatsi, W. Mansfield, M. J. Matheson, D. Opertti 
Badan, P.S. Rao y Sra. H. Xue (ex officio). b) Grupo de Estudio sobre la fragmentación del derecho 
internacional: dificultades derivadas de la diversificación y expansión del derecho internacional (de 
composición abierta): Sr. M. Koskenniemi (Presidente). c) Grupo de Trabajo sobre los actos unilate-
rales de los Estados (de composición abierta): Sr. A. Pellet (Presidente). También se reconstituyó el 
Grupo de Trabajo sobre el programa de trabajo a largo plazo, que estuvo integrado por los siguien-
tes miembros: Sres. A. Pellet (Presidente), J.C. Baena Soares, Z. Galicki, M. Kamto, M. Koskenniemi 
y Sra. H. Xue (ex officio). 
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cos, Asesor Jurídico interino, representó al Secretario General. El Sr. Václav 
Mikutka, Director de la División de Codificación de la Oficina de Asuntos Ju-
rídicos, hizo las veces de Secretario de la Comisión y, en ausencia del Asesor 
Jurídico interino, representó al Secretario General. La Sra. Mahnoush H. 
Arsanjani, Directora Adjunta de la División de Codificación, desempeñó la 
función de Secretaria Adjunta de la Comisión. El Sr. George Korontzis, ofi-
cial jurídico principal, desempeñó la función de Secretario Auxiliar Principal 
de la Comisión; el Sr. Trevor Chimimba, oficial jurídico superior, desempeñó 
las funciones de Secretario Auxiliar Superior. Los Sres. Arnold Pronto, oficial 
jurídico, y Michete Ameri y Gionata Buzzini, oficiales jurídicos asociados, 
actuaron en calidad de Secretarios Auxiliares de la Comisión. 
En su 2867° sesión, celebrada et 1° de mayo de 2006, la Comisión aprobó 
el programa de su 58° período de sesiones, que comprendía los siguientes 
temas: 1. Organización de los trabajos del período de sesiones. 2. Protec-
ción diplomática. 3. Responsabilidad internacional por las consecuencias 
perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho internacional (Respon-
sabilidad internacional en caso de pérdida causada por un daño transfron-
terizo resultante de actividades peligrosas). 4. Responsabilidad de las or-
ganizaciones internacionales. 5. Recursos naturales compartidos. 6. Actos 
unilaterales de los Estados. 7. Reservas a los tratados. 8. Expulsión de los 
extranjeros. 9. Efectos de los conflictos armados en los tratados. 10. La 
obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut judicare). 11. Fragmenta-
ción del derecho internacional: dificultades derivadas de la diversificación y 
expansión del derecho internacional. 12. Programa, procedimientos, méto-
dos de trabajo y documentación de la Comisión. 13. Cooperación con otros 
organismos. 14. Fecha y lugar de celebración del 59° período de sesiones. 
15. Otros asuntos. 
1.2.2. Resumen de la labor de la Comisión por temas 
1.2.2.1. Protección diplomática 
La Comisión tuvo ante sí los comentarios y observaciones recibidos de 
los gobiernos sobre el proyecto de artículos aprobado en primera lectura en 
2004 y examinó el séptimo informe del Relator Especial", en el que figura-
ban propuestas para el examen de los proyectos de artículo 1 a 19 en segun-
da lectura, así como una propuesta de un proyecto de artículo adicional, a 
la luz de los comentarios y observaciones recibidos de los gobiernos. Poste-
riormente, tras los trabajos del Comité de redacción, la Comisión concluyó 
la segunda lectura del tema15. 
El texto del proyecto de artículos dice así: 
14 
	
A/CN.4/567. 
15 
	
El texto del proyecto de artículos y sus comentarios aprobados por la Comisión se repro- 
ducen en: Documentos Oficiales. 61° período de sesiones. Suplemento No. 10 (A/61/10), para. 50, 
pág. 24 ss. 
PRIMERA PARTE 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1. Definición y alcance. A los efectos del presente proyecto de 
artículos, la protección diplomática consiste en la invocación por un Esta-
do, mediante la acción diplomática o por otros medios de solución pacífica, 
de la responsabilidad de otro Estado por el perjuicio causado por un hecho 
internacionalmente ilícito de ese Estado a una persona natural o jurídica 
que es un nacional del primer Estado con miras a hacer efectiva esa respon-
sabilidad. 
Artículo 2. Derecho a ejercer la protección diplomática. Un Estado 
tiene derecho a ejercer la protección diplomática de conformidad con el 
presente proyecto de artículos. 
SEGUNDA PARTE 
NACIONALIDAD 
Capítulo I. Principios generales 
Artículo 3. Protección por el Estado de la nacionalidad. 1. El Estado 
con derecho a ejercer la protección diplomática es el Estado de la nacio-
nalidad. 
2. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1, un Estado podrá ejercer la 
protección diplomática con respecto a una persona que no sea nacional del 
mismo de conformidad con el proyecto de artículo 8. 
Capítulo II. Personas naturales 
Artículo 4. Estado de la nacionalidad de una persona natural. A los 
efectos de la protección diplomática de una persona natural, se entiende 
por Estado de la nacionalidad un Estado cuya nacionalidad ha adquirido 
dicha persona, de conformidad con la legislación de ese Estado, en razón 
del lugar de nacimiento, la filiación, la naturalización, la sucesión de Esta-
dos o de cualquier otro modo que no esté en contradicción con el derecho 
internacional. 
Artículo 5. Continuidad de la nacionalidad de una persona natural. 1. 
Un Estado tiene derecho a ejercer la protección diplomática con respecto a 
una persona que haya sido nacional suyo de modo continuo desde la fecha 
en que se produjo el perjuicio hasta la fecha de la presentación oficial de 
la reclamación. Se presume la continuidad si esa nacionalidad existía en 
ambas fechas. 
2. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1, un Estado podrá ejercer la 
protección diplomática con respecto a una persona que sea nacional suyo 
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en la fecha de la presentación oficial de la reclamación pero que no lo era 
en la fecha en la que se produjo el perjuicio, siempre que esa persona haya 
tenido la nacionalidad de un Estado predecesor o haya perdido su naciona-
lidad anterior y haya adquirido, por una razón no relacionada con la pre-
sentación de la reclamación, la nacionalidad del Estado reclamante de un 
modo que no esté en contradicción con el derecho internacional. 
3. El actual Estado de la nacionalidad no ejercerá la protección diplo-
mática con respecto a una persona frente a un anterior Estado de la nacio-
nalidad de ésta en razón de un perjuicio sufrido cuando esa persona era 
nacional del anterior Estado de la nacionalidad y no del actual Estado de la 
nacionalidad. 
4. Un Estado deja de tener derecho a ejercer la protección diplomática 
con respecto a una persona que adquiera la nacionalidad del Estado contra 
el cual se haya presentado la reclamación después de la fecha de la presen-
tación oficial de ésta. 
Artículo 6. Nacionalidad múltiple y reclamación frente a un tercer 
Estado. 1. Todo Estado del que sea nacional una persona que tenga doble o 
múltiple nacionalidad podrá ejercer la protección diplomática con respecto 
a esa persona frente a un Estado del que ésta no sea nacional. 
2. Dos o más Estados de la nacionalidad podrán ejercer conjuntamente 
la protección diplomática con respecto a una persona que tenga doble o 
múltiple nacionalidad. 
Artículo 7. Nacionalidad múltiple y reclamación frente a un Estado de 
la nacionalidad. Un Estado de la nacionalidad no podrá ejercer la protec-
ción diplomática con respecto a una persona frente a otro Estado del que 
esa persona sea también nacional, a menos que la nacionalidad del primer 
Estado sea predominante tanto en la fecha en la que se produjo el perjuicio 
como en la fecha de la presentación oficial de la reclamación. 
Artículo 8. Apátridas y refugiados. 1. Un Estado podrá ejercer la protec-
ción diplomática con respecto a una persona apátrida que tenga residencia 
legal y habitual en ese Estado en la fecha en la que se produjo el perjuicio 
y en la fecha de la presentación oficial de la reclamación. 
2. Un Estado podrá ejercer la protección diplomática con respecto a una 
persona a la que ese Estado reconozca la condición de refugiado, de confor-
midad con las normas internacionalmente aceptadas, cuando esa persona 
tenga residencia legal y habitual en ese Estado en la fecha en la que se 
produjo el perjuicio y en la fecha de la presentación oficial de la reclama-
ción. 
3. El párrafo 2 no se aplicará cuando el perjuicio haya sido causado por 
un hecho internacionalmente ilícito del Estado de la nacionalidad del refu-
giado. 
Capítulo III. Personas jurídicas 
Artículo 9. Estado de la nacionalidad de una sociedad. A los efectos 
de la protección diplomática de una sociedad, se entiende por Estado de 
la nacionalidad el Estado con arreglo a cuya legislación se constituyó dicha 
sociedad. Sin embargo, cuando la sociedad esté controlada por nacionales 
de otro Estado u otros Estados, no desarrolle negocios de importancia en 
el Estado en el que se constituyó y tenga la sede de su administración y su 
control financiero en otro Estado, este Estado se considerará el Estado de 
la nacionalidad. 
Artículo 10. Continuidad de la nacionalidad de una sociedad. 1. Un Es-
tado tiene derecho a ejercer la protección diplomática con respecto a una 
sociedad que tenía su nacionalidad, o la de su Estado predecesor, de modo 
continuo desde la fecha en la que se produjo el perjuicio hasta la fecha de 
la presentación oficial de la reclamación. Se presume la continuidad si esa 
nacionalidad existía en ambas fechas. 
2. Un Estado deja de tener derecho a ejercer la protección diplomática 
con respecto a una sociedad que adquiera después de la presentación de 
la reclamación la nacionalidad del Estado frente al cual se presentó dicha 
reclamación. 
3. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1, un Estado seguirá teniendo 
derecho a ejercer la protección diplomática con respecto a una sociedad 
que tenía su nacionalidad en la fecha en la que se produjo el perjuicio y 
que, como consecuencia de ese perjuicio, haya dejado de existir según la 
legislación del Estado en el que se constituyó. 
Artículo 11. Protección de los accionistas. Un Estado de la naciona-
lidad de los accionistas de una sociedad no tendrá derecho a ejercer la 
protección diplomática con respecto a esos accionistas en caso de perjuicio 
causado a la sociedad, a menos que: 
a) La sociedad haya dejado de existir, de conformidad con la legislación 
del Estado en el que se constituyó, por algún motivo no relacionado con el 
perjuicio; o 
b) La sociedad haya tenido, en la fecha en la que se produjo el perjuicio, 
la nacionalidad del Estado cuya responsabilidad por el perjuicio se invoca y 
la constitución de la sociedad en ese Estado haya sido exigida por éste como 
condición previa para realizar negocios en dicho Estado. 
Artículo 12. Perjuicio directo a los accionistas. En la medida en que un 
hecho internacionalmente ilícito de un Estado cause un perjuicio directo a 
los derechos de los accionistas como tales, derechos que son distintos de 
los de la propia sociedad, el Estado de la nacionalidad de cualquiera de esos 
accionistas tendrá derecho a ejercer la protección diplomática con respec-
to a sus nacionales. 
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Artículo 13. Otras personas jurídicas. Los principios enunciados en el 
presente capítulo serán aplicables, según proceda, a la protección diplomá-
tica de otras personas jurídicas que no sean sociedades. 
TERCERA PARTE 
RECURSOS INTERNOS 
Artículo 14. Agotamiento de los recursos internos. 1. Un Estado no 
podrá presentar una reclamación internacional en razón de un perjuicio 
causado a uno de sus nacionales o a una de las personas a que se refiere el 
proyecto de artículo 8 antes de que la persona perjudicada haya agotado los 
recursos internos, salvo lo dispuesto en el proyecto de artículo 15. 
2. Por "recursos internos" se entienden los recursos legales que puede 
interponer una persona perjudicada ante los tribunales u órganos, sean és-
tos judiciales o administrativos, ordinarios o especiales, del Estado cuya 
responsabilidad por causar el perjuicio se invoca. 
3. Se deberán agotar los recursos internos cuando una reclamación inter-
nacional, o una petición de sentencia declarativa relacionada con la recla-
mación, se funde predominantemente en un perjuicio causado a un nacio-
nal o a una de las personas a que se refiere el proyecto de artículo 8. 
Artículo 15. Excepciones a la regla del agotamiento de los recursos 
internos. No será necesario agotar los recursos internos cuando: 
a) No haya razonablemente disponibles recursos internos que provean 
una reparación efectiva o los recursos internos no ofrezcan ninguna posibi-
lidad razonable de obtener esa reparación; 
b) En la tramitación del recurso exista dilación indebida atribuible al 
Estado cuya responsabilidad se invoca; 
c) No existía en la fecha en la que se produjo el perjuicio vínculo perti-
nente entre la persona perjudicada y el Estado cuya responsabilidad se in-
voca; d) La persona perjudicada esté manifiestamente impedida de ejercer 
los recursos internos; o e) El Estado cuya responsabilidad se invoca haya 
renunciado al requisito de que se agoten los recursos internos. 
CUARTA PARTE 
DISPOSICIONES DIVERSAS 
Artículo 16. Acciones o procedimientos distintos de la protección di-
plomática. El derecho de los Estados, las personas naturales, las personas 
jurídicas u otras entidades a recurrir, de conformidad con el derecho in-
ternacional, a acciones o procedimientos distintos de la protección diplo-
mática para obtener la reparación del perjuicio sufrido como resultado de 
un hecho internacionalmente ilícito no resultará afectado por el presente 
proyecto de artículos. 
Artículo 17. Normas especiales de derecho internacional. El presente 
proyecto de artículos no se aplica en la medida en que sea incompatible 
con normas especiales de derecho internacional, tales como disposiciones 
de tratados relativas a la protección de las inversiones. 
Artículo 18. Protección de la tripulación de un buque. El derecho del 
Estado de la nacionalidad de los miembros de la tripulación de un buque 
a ejercer la protección diplomática no resulta afectado por el derecho del 
Estado de la nacionalidad del buque a exigir reparación en favor de los 
miembros de la tripulación, independientemente de la nacionalidad de és-
tos, cuando hayan sufrido un perjuicio en relación con un daño causado al 
buque por un hecho internacionalmente ilícito. 
Artículo 19. Práctica recomendada. Un Estado que tenga derecho a 
ejercer la protección diplomática de conformidad con el presente proyecto 
de artículos debería: 
a) Considerar debidamente la posibilidad de ejercer la protección diplo-
mática, especialmente cuando se haya producido un perjuicio grave; 
b) Tener en cuenta, siempre que sea factible, la opinión de las personas 
perjudicadas en cuanto al recurso a la protección diplomática y a la repara-
ción que deba tratarse de obtener; y 
c) Transferir a la persona perjudicada toda indemnización que se ob-
tenga del Estado responsable por el perjuicio, a excepción de cualesquiera 
deducciones razonables. 
De conformidad con el artículo 23 de su Estatuto, la Comisión decidió re-
comendar a la Asamblea General la elaboración de una convención basada 
en el proyecto de artículos sobre la protección diplomática. 
1.3. Responsabilidad internacional por las consecuencias per-
judiciales de actos no prohibidos por el Derecho Interna-
cional (Responsabilidad internacional en caso de pérdida 
causada por un daño transfronterizo resultante de activi-
dades peligrosas) 
La Comisión tuvo ante sí los comentarios y observaciones recibidos de los 
gobiernos16 y examinó el tercer informe del Relator Especial (A/CN.4/566). 
Decidió remitir los proyectos de principio aprobados en 2004, en primera 
lectura, al Comité de Redacción para una segunda lectura, teniendo en 
cuenta las opiniones expresadas en la Comisión y los comentarios y obser-
vaciones recibidos de los gobiernos, y aprobó en segunda lectura el texto 
del preámbulo y un total de ocho proyectos de principio sobre la asignación 
6 	A/CN.4/562 y Add.l. 
M. T. Cometh_ls, E. W. Petit C. de Ory y C. Villegas 
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de la pérdida en caso de daño transfronterizo resultante de actividades 
peligrosas, así como los correspondientes comentarios". 
De conformidad con el artículo 23 de su Estatuto, la Comisión decidió 
recomendar a la Asamblea General que apruebe el proyecto de principios 
mediante una resolución e inste a los Estados a que adopten en los ámbitos 
interno e internacional disposiciones para llevarlos a efecto. La propuesta 
de la Comisión dice así: 
La Asamblea General, 
Reafirmando los Principios 13 y 16 de la Declaración de Río sobre el Me-
dio Ambiente y el Desarrollo, Recordando el proyecto de artículos sobre la 
prevención del daño transfronterizo resultante de actividades peligrosas, 
Consciente de que pueden producirse incidentes con ocasión de activi-
dades peligrosas aun cuando el Estado involucrado cumpla sus obligaciones 
con respecto a la prevención del daño transfronterizo resultante de activi-
dades peligrosas, 
Observando que de resultas de esos incidentes otros Estados y/o sus na-
cionales pueden sufrir daños o pérdida grave, 
Recalcando que deben ponerse en práctica medidas apropiadas y efica-
ces a fin de garantizar que las personas naturales y jurídicas, entre ellas 
los Estados, que sufran daño o pérdida como resultado de esos incidentes 
obtengan una pronta y adecuada indemnización, 
Preocupada por la necesidad de adoptar medidas de respuesta prontas y 
eficaces para reducir al mínimo el daño o la pérdida que puedan producirse 
de resultas de tales incidentes, 
Observando que los Estados son responsables del incumplimiento de sus 
obligaciones de prevención en virtud del derecho internacional, 
Recordando la significación de los acuerdos internacionales existentes 
que regulan categorías específicas de actividades peligrosas y destacando la 
importancia de que se concierten más acuerdos de este tipo, 
Deseando contribuir al desarrollo del derecho internacional en esta es-
fera,... 
Principio 1. Ámbito de aplicación 
El presente proyecto de principios se aplicará a los daños transfronteri-
zos causados por actividades peligrosas no prohibidas por el derecho inter-
nacional. 
Principio 2. Términos empleados 
A los efectos del presente proyecto de principios: 
17 	El texto del proyecto de principios y comentarios aprobados por la Comisión se reproduce 
en: Documentos Oficiales. 61° periodo de sesiones. Suplemento No. 10 (A/61/10), para. 67, pág. 
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a) Se entiende por "daño" un daño sensible causado a las personas, los 
bienes o el medio ambiente; el daño comprende: 
i) La muerte o las lesiones corporales; ii) La pérdida de un bien, o un 
daño causado a un bien, incluido cualquier bien que forme parte del patri-
monio cultural; iii) Una pérdida o daño resultante del deterioro producido 
en el medio ambiente; iv) Los costos de las medidas razonables de restable-
cimiento del bien o del medio ambiente, incluidos los recursos naturales; y) 
Los costos de las medidas razonables de respuesta; 
b) El "medio ambiente" comprende los recursos naturales, tanto abióti-
cos como bióticos, tales como el aire, el agua, el suelo, la fauna y la flora 
y la interacción entre estos factores, y los aspectos característicos del pai-
saje; 
c) Se entiende por "actividad peligrosa" una actividad que entraña un 
riesgo de causar daños sensibles; 
d) Se entiende por "Estado de origen" el Estado en cuyo territorio o bajo 
cuya jurisdicción o control se realiza la actividad peligrosa; 
e) Se entiende por "daño transfronterizo" el daño causado a las perso-
nas, los bienes o el medio ambiente en el territorio o en otros lugares bajo 
la jurisdicción o el control de un Estado que no es el Estado de origen; 
f) Se entiende por "víctima" toda persona natural o jurídica, o todo Es-
tado, que sufre un daño; 
g) Se entiende por "explotador" toda persona que dirige o controla la 
actividad en el momento en que se produce el incidente causante del daño 
transfronterizo. 
Principio 3. Propósitos 
Los propósitos del presente proyecto de principios son los siguientes: 
a) Garantizar una indemnización pronta y adecuada de las víctimas de un 
daño transfronterizo; y 
b) Preservar y proteger el medio ambiente en caso de que se produzca 
un daño transfronterizo, teniendo en cuenta especialmente la atenuación 
del daño causado al medio ambiente y la restauración o restablecimiento 
de éste. 
Principio 4. Pronta y adecuada indemnización 
1. Cada Estado debería adoptar las medidas necesarias a fin de que las 
víctimas de daños transfronterizos causados por actividades peligrosas rea-
lizadas en su territorio o sujetas de otro modo a su jurisdicción o control 
reciban una pronta y adecuada indemnización. 
2. Estas medidas deberían incluir la asignación de la responsabilidad al 
explotador o, cuando proceda, a otra persona o entidad. Esta responsabili-
dad no debería requerir la prueba de la culpa. Las condiciones, limitaciones 
J. Alcaide, M. T. Camelias, E. 11 	t.it, C. .11,510 1119,  
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o excepciones a que pueda estar sujeta esta responsabilidad deberán ser 
compatibles con el proyecto de principio 3. 
3. Estas medidas deberían incluir también el requerimiento al explota-
dor o, cuando proceda, a otra persona o entidad, de constituir y mantener 
un seguro, fianza u otras garantías financieras para hacer frente a las de- 
mandas de indemnización. 
4. En los casos apropiados, tales medidas deberían incluir el requeri-
miento de crear en el ámbito nacional un fondo financiado por la correspon- 
diente rama de actividad. 
5. En el caso de que las medidas mencionadas en los párrafos anteriores 
sean insuficientes para garantizar una indemnización adecuada, el Estado 
de origen también debería velar por que se asignen recursos financieros 
adicionales. 
Principio 5. Medidas de respuesta 
Cuando sobrevenga un incidente con ocasión de una actividad peligrosa 
de resultas del cual se produzca, o es probable que se produzca, un daño 
transfronterizo: 
a) El Estado de origen notificará sin demora a todos los Estados afecta-
dos, o que es probable que lo sean, el incidente y los posibles efectos del 
daño transfronterizo; 
b) El Estado de origen, con la participación del explotador, según pro-
ceda, velará por que se adopten medidas de respuesta apropiadas y, con 
esta finalidad, debería recurrir a los mejores datos científicos y tecnologías 
disponibles; 
c) El Estado de origen, según proceda, debería también consultar a todos 
los Estados afectados, o que es probable que lo sean, y recabar su coope-
ración para atenuar los efectos del daño transfronterizo y, si es posible, 
eliminarlos; 
d) Los Estados afectados por el daño transfronterizo, o que es probable 
que lo sean, tomarán todas las medidas viables para atenuar y, si es posible, 
eliminar los efectos de ese daño; 
e) Los Estados interesados deberían recabar, cuando proceda, la asis-
tencia de organizaciones internacionales competentes y otros Estados en 
términos y condiciones mutuamente aceptables. 
Principio 6. Recursos internacionales y recursos internos 
1. Los Estados conferirán a sus órganos judiciales y administrativos in-
ternos la jurisdicción y competencia necesarias y velarán por que estén dis-
ponibles vías de recurso rápidas, adecuadas y eficaces ante esos órganos en 
caso de daño transfronterizo causado por actividades peligrosas realizadas 
en su territorio o sujetas de otro modo a su jurisdicción o control. 
2. Las víctimas de daños transfronterizos deberían tener acceso, en el 
Estado de origen, a vías de recurso que no sean menos rápidas, adecuadas 
y eficaces que aquellas de que disponen las víctimas de daños causados por 
el mismo incidente en el territorio de dicho Estado. 
3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se entenderán sin perjuicio del 
derecho de las víctimas a ejercer recursos distintos de los disponibles en el 
Estado de origen. 
4. Los Estados podrán prever el recurso a procedimientos internacionales 
de solución de reclamaciones rápidos y que entrañen unos gastos mínimos. 
5. Los Estados deberían garantizar el acceso adecuado a la información 
pertinente para el ejercicio de los recursos, incluidas las reclamaciones de 
indemnización. 
Principio 7. Elaboración de regímenes internacionales específicos 
1. Cuando, en relación con determinadas categorías de actividades peli-
grosas, acuerdos específicos de carácter bilateral, regional o mundial per-
mitan tomar disposiciones eficaces acerca de la indemnización, las medidas 
de respuesta y los recursos internacionales e internos, habría que hacer 
todo lo posible por concertar esos acuerdos específicos. 
2. Estos acuerdos deberían incluir, según proceda, disposiciones para 
aportar una indemnización complementaria con fondos de la rama de acti-
vidad y/o del Estado en caso de que los recursos financieros del explotador, 
incluidas las medidas de garantía financiera, sean insuficientes para cubrir 
las pérdidas sufridas de resultas de un incidente. Estos fondos podrán tener 
por objeto complementar o sustituir los fondos nacionales financiados por 
la rama de actividad. 
Principio 8. Aplicación 
1. Cada Estado debería adoptar las medidas legislativas, reglamentarias y 
administrativas necesarias para aplicar el presente proyecto de principios. 
2. El presente proyecto de principios y las disposiciones de aplicación 
se llevarán a efecto sin discriminación alguna por razón, por ejemplo, de 
nacionalidad, domicilio o residencia. 
3. Los Estados deberían cooperar entre sí en la aplicación del presente 
proyecto de principios. 
1.4. Recursos naturales compartidos 
La Comisión estableció un Grupo de Trabajo sobre las aguas subterráneas 
transfronterizas para que terminara el examen del proyecto de artículos 
presentado por el Relator Especial en su tercer informe'', remitió 19 pro-
yectos de artículo revisados al Comité de Redacción, y, posteriormente, 
18 A/CN.4/551 y Corr.1 y Add.1. 
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aprobó en primera lectura una serie de proyectos de artículo sobre el dere-
cho de los acuíferos transfronterizos, con sus comentarios. 
El texto del proyecto de artículos sobre el derecho de los acuíferos trans-
fronterizos aprobado por la Comisión en primera lectura es el siguiente19: 
PARTE I 
INTRODUCCIÓN 
Artículo 1.Ámbito de aplicación. El presente proyecto de artículos se 
aplica: 
a) A la utilización de los acuíferos y sistemas acuíferos transfronterizos; 
b) A otras actividades que tengan o puedan tener un impacto en esos 
acuíferos y sistemas acuíferos; y 
c) A las medidas de protección, preservación y gestión de esos acuíferos 
y sistemas acuíferos. 
Artículo 2. Términos empleados. A los efectos del presente proyecto 
de artículos: 
a) Por "acuífero" se entenderá una formación geológica subterránea per-
meable portadora de agua, sustentada en una capa menos permeable y el 
agua contenida en la zona saturada de la formación; 
b) Por "sistema acuífero" se entenderá una serie de dos o más acuíferos 
que estén conectados hidráulicamente; 
c) Por "acuífero transfronterizo" o "sistema acuífero transfronterizo" 
se entenderá, respectivamente, un acuífero o sistema acuífero, algunas de 
cuyas partes se encuentran en Estados distintos; 
d) Por "Estado del acuífero" se entenderá un Estado en cuyo territorio se 
encuentre parte de un acuífero o sistema acuífero transfronterizo; 
e) Por "acuífero recargable" se entenderá un acuífero que recibe un 
volumen significativo de recarga hídrica contemporánea; 
f) Por "zona de recarga" se entenderá la zona que contribuye agua a un 
acuífero, consistente en el área de captación del agua pluvial y el área por 
la que esa agua fluye hasta un acuífero por escurrimiento sobre el terreno 
e infiltración a través del suelo; 
g) Por "zona de descarga" se entenderá la zona por la que el agua proce-
dente de un acuífero fluye hasta sus puntos de salida, tales como un curso 
de agua, lago, oasis, humedal u océano. 
19 	El texto del proyecto de artículos y comentarios aprobados por la Comisión se reproduce 
en: Documentos Oficiales. 61° período de sesiones. Suplemento No. 10 (A/61/10), para. 76, pág. 
217 ss. 
PARTE II 
PRINCIPIOS GENERALES 
Artículo 3. Soberanía de los Estados del acuífero. Cada Estado del acuí-
fero tiene soberanía sobre la parte de un acuífero o sistema acuífero trans-
fronterizo ubicada dentro de su territorio. El Estado del acuífero ejercerá 
su soberanía de acuerdo con el presente proyecto de artículos. 
Artículo 4. Utilización equitativa y razonable. Los Estados del acuífero 
utilizarán un acuífero o sistema acuífero transfronterizo con arreglo al prin-
cipio de la utilización equitativa y razonable, como sigue: 
a) Utilizarán el acuífero o sistema acuífero transfronterizo de una ma-
nera compatible con la distribución equitativa y razonable de los beneficios 
obtenidos entre los Estados del acuífero de que se trate; 
b) Tratarán de elevar al máximo los beneficios a largo plazo derivados del 
uso del agua contenida en él; 
c) Elaborarán, individual o conjuntamente, un plan general de aprove-
chamiento, teniendo en cuenta las necesidades presentes y futuras, así 
como las fuentes alternativas de agua, de los Estados del acuífero y; 
d) No utilizarán un acuífero o sistema acuífero transfronterizo recargable 
hasta un grado que impida la continuación de su funcionamiento efectivo. 
Artículo 5. Factores pertinentes en una utilización equitativa y razo-
nable. 1. La utilización de manera equitativa y razonable de un acuífero o 
sistema acuífero transfronterizo de conformidad con el proyecto de artículo 
4 requiere que se tengan en cuenta todos los factores pertinentes, inclu-
yendo entre ellos: 
a) La población que depende del acuífero o del sistema acuífero en cada 
Estado del acuífero; 
b) Las necesidades económicas, sociales y de otro tipo, presentes y futu-
ras, de los Estados del acuífero involucrados; 
c) Las características naturales del acuífero o sistema acuífero; 
d) La contribución a la formación y recarga del acuífero o sistema acuí-
fero; 
e) La utilización actual y potencial del acuífero o sistema acuífero; 
f) Los efectos que la utilización del acuífero o del sistema acuífero en 
uno de los Estados del acuífero produzca en otros Estados del acuífero in-
volucrados; 
g) La existencia de alternativas respecto de una utilización particular 
actual y proyectada del acuífero o sistema acuífero; 
h) El desarrollo, la protección y la conservación del acuífero o sistema 
acuífero y los costos de las medidas que se hayan de adoptar a tales efec-
tos; 
i) La función desempeñada por el acuífero o sistema acuífero en el eco-
sistema con él relacionado. 
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2. El peso que se asigne a cada factor será determinado en función de su 
importancia con respecto a un acuífero o sistema acuífero transfronterizo 
determinado en comparación con la de otros factores pertinentes. Para 
determinar qué constituye una utilización equitativa y razonable, se con-
siderarán conjuntamente todos los factores pertinentes y se llegará a una 
conclusión sobre la base de todos esos factores. No obstante, al ponderar 
las diferentes utilizaciones de un acuífero o sistema acuífero transfronteri-
zo, se prestará especial atención a las necesidades humanas vitales. 
Artículo 6. Obligación de no causar daño sensible a otros Estados del 
acuífero. 1. Al utilizar un acuífero o sistema acuífero transfronterizo en sus 
territorios, los Estados del acuífero adoptarán todas las medidas apropiadas 
para prevenir que se cause daño sensible a otros Estados del acuífero. 
2. Al emprender actividades diferentes de la utilización de un acuífero 
o sistema acuífero transfronterizo que tengan o puedan tener un impacto 
en ese acuífero o sistema acuífero transfronterizo, los Estados del acuífero 
adoptarán todas las medidas apropiadas para prevenir que se cause daño 
sensible a través de este acuífero o sistema acuífero a otros Estados del 
acuífero. 
3. Cuando no obstante se cause daño sensible a otro Estado del acuífero, 
los Estados del acuífero cuyas actividades causen tal daño deberán adoptar, 
en consulta con el Estado afectado, todas las medidas apropiadas para eli-
minar o mitigar ese daño, teniendo debidamente en cuenta las disposicio-
nes de los proyectos de artículo 4 y 5. 
Artículo 7. Obligación general de cooperar. 1. Los Estados del acuífero 
cooperarán sobre la base de la igualdad soberana, la integridad territorial, 
el desarrollo sostenible, el provecho mutuo y la buena fe a fin de lograr una 
utilización razonable y equitativa y una protección adecuada de su acuífero 
o sistema acuífero transfronterizo. 
2. A los fines del párrafo 1, los Estados del acuífero procurarán estable-
cer mecanismos conjuntos de cooperación. 
Artículo 8. Intercambio regular de datos e información. 1. De confor-
midad con el proyecto de artículo 7, los Estados del acuífero intercambiarán 
regularmente los datos y la información que estén fácilmente disponibles 
sobre la condición del acuífero o sistema acuífero transfronterizo, en parti-
cular los de carácter geológico, hidrogeológico, hidrológico, meteorológico 
y ecológico y los relativos a la hidroquímica del acuífero o sistema acuífero, 
así como las previsiones correspondientes. 
2. En los casos en que la naturaleza y la extensión de algunos acuíferos 
o sistemas acuíferos transfronterizos no se conozcan suficientemente, los 
Estados del acuífero harán todo lo posible para reunir y producir, teniendo 
en cuenta las prácticas y normas existentes, los datos e información más 
completos con relación a ese acuífero o a esos sistemas acuíferos. Lo harán 
de manera individual o conjunta y, en los casos pertinentes, con organiza-
ciones internacionales o por su intermedio. 
3. El Estado del acuífero al que otro Estado del acuífero pida que pro-
porcione datos e información relativos al acuífero o sistemas acuíferos que 
no estén fácilmente disponibles hará lo posible para atender esta petición. 
El Estado al que se formule la solicitud podrá condicionar su cumplimiento 
a que el Estado solicitante pague los costos razonables de la recopilación y, 
cuando proceda, el procesamiento de esos datos o información. 
4. Los Estados del acuífero harán todo lo posible, cuando corresponda, 
para reunir y procesar los datos y la información de manera que se facilite 
su utilización por tos otros Estados del acuífero a los que sean comunica-
dos. 
PARTE III 
PROTECCIÓN, PRESERVACIÓN Y GESTIÓN 
Artículo 9. Protección y preservación de ecosistemas. Los Estados del 
acuífero adoptarán todas las medidas apropiadas para proteger y preservar 
los ecosistemas que estén situados en sus acuíferos o sistemas acuíferos 
transfronterizos o dependan de los mismos, incluyendo medidas para ga-
rantizar que la calidad y cantidad de agua retenida en el acuífero o sistema 
acuífero, así como la vertida en las zonas de descarga, sean suficientes para 
proteger y preservar esos ecosistemas. 
Artículo 10. Zonas de recarga y descarga. 1. Los Estados del acuífero 
identificarán las zonas de recarga y descarga de su acuífero o sistema acuí-
fero transfronterizo y, dentro de esas zonas, adoptarán medidas especiales 
para reducir al mínimo los impactos perjudiciales de los procesos de recarga 
y descarga. 
2. Todos tos Estados en cuyo territorio se encuentre, en todo o en parte, 
una zona de recarga o descarga y que no sean Estados del acuífero en lo que 
respecta a ese acuífero o sistema acuífero, cooperarán con los Estados del 
acuífero para proteger el acuífero o sistema acuífero. 
Artículo 11. Prevención, reducción y control de la contaminación. 
Los Estados del acuífero, individual y, cuando corresponda, conjuntamen-
te, prevendrán, reducirán y controlarán la contaminación de su acuífero o 
sistema acuífero transfronterizo, inclusive en el proceso de recarga, que 
pueda causar daño sensible a otros Estados del acuífero. En vista de la 
incertidumbre acerca de la naturaleza y la extensión de los acuíferos o sis-
temas acuíferos transfronterizos y su vulnerabilidad a la contaminación, los 
Estados del acuífero adoptarán un criterio de precaución. 
Artículo 12. Vigilancia. 1. Los Estados del acuífero vigilarán su acuífero 
o sistema acuífero transfronterizo. Dentro de lo posible, realizarán esas ac- 
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tividades de vigilancia conjuntamente con otros Estados del acuífero inte-
resados o, cuando proceda, en colaboración con las organizaciones interna-
cionales competentes. Sin embargo, cuando las actividades de vigilancia no 
se realicen conjuntamente, los Estados del acuífero intercambiarán entre 
ellos los datos resultantes de la vigilancia. 
2. Los Estados del acuífero utilizarán criterios y metodologías convenidos 
o armonizados para la vigilancia de su acuífero o sistema acuífero trans-
fronterizo. Procurarán determinar los parámetros básicos que serán objeto 
de vigilancia conforme a un modelo conceptual convenido del acuífero o 
sistema acuífero. Entre esos parámetros deberían incluirse los relativos a 
la condición del acuífero o sistema acuífero enumerados en el párrafo 1 del 
proyecto de artículo 8 y también los relativos a su utilización. 
Artículo 13. Gestión. Los Estados del acuífero elaborarán y ejecutarán 
planes para la adecuada gestión de su acuífero o sistema acuífero trans-
fronterizo de conformidad con las disposiciones del presente proyecto de 
artículos. A petición de cualquiera de ellos, celebrarán consultas respecto 
de la gestión del acuífero o sistema acuífero transfronterizo. Siempre que 
resulte apropiado se establecerá un mecanismo conjunto de gestión. 
PARTE IV 
ACTIVIDADES QUE AFECTEN A OTROS ESTADOS 
Artículo 14. Actividades proyectadas. 1. Cuando un Estado tenga moti-
vos razonables para estimar que una determinada actividad proyectada en 
su territorio puede afectar a un acuífero o sistema acuífero transfronterizo 
y, con ello, causar un efecto negativo sensible a otro Estado, aquel Estado, 
en cuanto sea factible, evaluará los posibles efectos de esa actividad. 
2. Antes de que un Estado ejecute o permita ejecutar actividades pro-
yectadas que puedan afectar a un acuífero o sistema acuífero transfronte-
rizo y, por tanto, causar un efecto negativo sensible a otro Estado, lo notifi-
cará oportunamente al mismo. Esa notificación irá acompañada de los datos 
técnicos y la información disponibles, incluido todo estudio del impacto 
ambiental, para que el Estado notificado pueda evaluar los efectos posibles 
de las actividades proyectadas. 
3. Si no se ponen de acuerdo en cuanto al posible efecto de las activi-
dades proyectadas, el Estado que notifica y el Estado notificado deberán 
celebrar consultas y, en caso necesario, negociaciones con el objeto de 
llegar a una solución equitativa de la situación. Podrán recurrir a un órgano 
independiente de determinación de los hechos para realizar una evaluación 
imparcial de los efectos de las actividades proyectadas. 
PARTE V 
DISPOSICIONES DIVERSAS 
Artículo 15. Cooperación científica y técnica con los Estados en desa-
rrollo. Los Estados, actuando directamente o por intermedio de las organi-
zaciones internacionales competentes, promoverán la cooperación científi-
ca, educativa, técnica y en otros campos con los Estados en desarrollo para 
la protección y gestión de los acuíferos o sistemas acuíferos transfronteri-
zos. Esa cooperación incluirá, entre otros aspectos: 
a) Formar al personal científico y técnico; 
b) Facilitar su participación en los programas internacionales pertinen-
tes; 
c) Proporcionarles el equipo y los servicios necesarios; 
d) Aumentar su capacidad para fabricar tal equipo; 
e) Brindar asesoramiento y desarrollar servicios para programas de inves-
tigación, vigilancia, educación y otros; 
f) Brindar asesoramiento y desarrollar servicios para minimizar los efec-
tos perjudiciales de las principales actividades que puedan afectar a los 
acuíferos o sistemas acuíferos transfronterizos; 
g) Preparar evaluaciones de impacto ambiental. 
Artículo 16. Situaciones de emergencia. 1. A los efectos del presente 
proyecto de artículo, por "emergencia" se entenderá una situación que 
resulte súbitamente de causas naturales o de un comportamiento humano y 
que constituya una amenaza inminente de causar daño grave a los Estados 
del acuífero u otros Estados. 
2. Cuando una emergencia afecte a un acuífero o sistema acuífero trans-
fronterizo y, con ello, constituya una amenaza inminente para los Estados, 
se aplicarán las siguientes normas: 
a) El Estado en cuyo territorio se origine la emergencia: 
i) La notificará, sin demora y por los medios más rápidos de que disponga, 
a tos demás Estados que puedan resultar afectados y a las organizaciones 
internacionales competentes; ii) Tomará inmediatamente, en cooperación 
con los Estados que puedan resultar afectados y, cuando proceda, las or-
ganizaciones internacionales competentes, todas las medidas posibles que 
requieran las circunstancias para prevenir, mitigar y eliminar todo efecto 
perjudicial de dicha emergencia; 
b) Los Estados prestarán cooperación científica, técnica, logística y de 
otra índole a otros Estados que sufran una emergencia. Dicha cooperación 
podrá incluir la coordinación de las acciones y las comunicaciones interna-
cionales de emergencia, así como el suministro de personal especializado, 
equipos y provisiones para responder a emergencias, expertos científicos y 
técnicos y asistencia humanitaria. 
3. Cuando una emergencia constituya una amenaza para las necesidades 
humanas vitales, los Estados del acuífero, no obstante lo dispuesto en los 
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proyectos de artículo 4 y 6, podrán adoptar las medidas que sean estricta-
mente necesarias para responder a esas necesidades. 
Artículo 17. Protección en tiempo de conflicto armado. Los acuíferos 
o sistemas acuíferos transfronterizos y las instalaciones, construcciones y 
otras obras conexas gozarán de la protección que les confieren los principios 
y normas del derecho internacional aplicables en caso de conflicto armado 
internacional y no internacional y no serán utilizados en violación de esos 
principios y normas. 
Artículo 18. Datos e información relativos a la defensa o la seguridad 
nacionales. Nada de lo dispuesto en el presente proyecto de artículos obli-
ga a ningún Estado a proporcionar datos e información cuya confidenciali-
dad sea esencial para su defensa o seguridad nacionales. No obstante, ese 
Estado cooperará de buena fe con otros Estados para proporcionar toda la 
información que sea posible según las circunstancias. 
Artículo 19. Acuerdos y arreglos bilaterales y regionales. A los efectos 
de la gestión de un determinado acuífero o sistema acuífero transfronteri-
zo, los Estados del acuífero procurarán concertar acuerdos o arreglos bila-
terales o regionales entre sí. Dichos acuerdos o arreglos se podrán concertar 
respecto de todo un acuífero o sistema acuífero o de cualquiera de sus 
partes, o de un proyecto, programa o utilización determinados, salvo en la 
medida en que el acuerdo o arreglo pueda afectar negativamente, en grado 
significativo, a la utilización del agua de dicho acuífero o sistema acuífero 
por parte de otro u otros Estados del acuífero sin el expreso consentimiento 
de éstos. 
1.5. Responsabilidad de las Organizaciones Internacionales 
La Comisión examinó el cuarto informe del Relator Especial" y aprobó 
14 proyectos de artículo, con sus comentarios, sobre las circunstancias que 
excluyen la ilicitud y sobre la responsabilidad de un Estado en relación con 
un hecho de una organización internacional21. 
1.6. Reservas a los tratados 
La Comisión examinó la segunda parte del décimo informe del Relator 
Especial" y remitió al Comité de Redacción 16 proyectos de directriz sobre 
20 	A/CN.4/564 y Add.1 y 2. 
21 	El texto de los proyectos de artículo sobre la responsabilidad de las organizaciones inter- 
nacionales aprobados provisionalmente hasta ahora por la Comisión se reproducen en: Documentos 
Oficiales. 61° periodo de sesiones. Suplemento No. 10 (A/61/10), para. 90, pág. 283 ss. Y el texto 
de los proyectos de artículo y los comentarios correspondientes aprobados por la Comisión en su 58° 
período de sesiones en: íbíd., para. 91, pág. 295 ss 
22 	A/CN.4/558/Add.1 y 2. 
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la definición del objeto y el fin del tratado y la determinación de la validez 
de las reservas. La Comisión aprobó también 5 proyectos de directriz sobre 
la validez de las reservas, con sus comentarios. Además, la Comisión volvió 
a examinar, con arreglo a una nueva terminología, 2 proyectos de directriz 
sobre el alcance de las definiciones y el procedimiento en caso de reservas 
manifiestamente inválidas, que ya habían sido aprobados23. 
1.7. Actos unilaterales de los Estados 
La Comisión examinó el noveno informe del Relator Especial24, que con-
tenía 11 proyectos de principio, y volvió a constituir el Grupo de Traba-
jo sobre los actos unilaterales de los Estados con el mandato de preparar 
conclusiones y principios sobre el tema. La Comisión aprobó un total de 10 
principios rectores aplicables a las declaraciones unilaterales de los Estados 
capaces de crear obligaciones jurídicas y señaló tos principios rectores a la 
atención de la Asamblea General. 
El texto de los principios rectores es el siguiente25: 
La Comisión de Derecho Internacional, 
Observando que los Estados pueden resultar obligados por su comporta-
miento unilateral en el plano internacional, 
Observando que los comportamientos capaces de obligar jurídicamente 
a los Estados pueden adoptar la forma de declaraciones formales o consistir 
simplemente en una conducta informal, incluido, en determinadas situa-
ciones, el silencio, en la que razonablemente pueden basarse tos demás 
Estados, 
Observando también que la cuestión de si un comportamiento unilateral 
del Estado obliga a éste en una situación determinada depende de las cir-
cunstancias de cada caso, 
Observando además que a menudo es difícil en la práctica determinar 
si los efectos jurídicos dimanantes del comportamiento unilateral de un 
Estado son la consecuencia de la intención que ha manifestado o dependen 
de las expectativas que su conducta ha suscitado entre otros sujetos de 
derecho internacional, 
Aprueba los siguientes principios rectores, que sólo versan sobre los ac-
tos unilaterales stricto sensu, es decir, los que adoptan la forma de decla- 
23 	El texto de los proyectos de directriz sobre las reservas a los tratados aprobados provi- 
sionalmente hasta ahora por la Comisión se reproducen en: Documentos Oficiales. 61° período de 
sesiones. Suplemento No. 10 (A/61/10), para. 158, pág. 340 ss. Y el texto de los proyectos de di-
rectriz y los comentarios correspondientes aprobados por la Comisión en su 58° período de sesiones 
en: ibíd., para. 159, pág. 359 ss. 
24 
	
A/CN.4/569 y Add.l. 
25 	El texto de estos principios rectores aplicables a las declaraciones unilaterales de los 
Estados capaces de crear obligaciones jurídicas aprobado por la Comisión se reproduce, precedido 
de una nota introductoria, en: Documentos Oficiales. 61° período de sesiones. Suplemento No. 10 
(A/61/10), nota introductoría (para. 173 ss, pág. 406 ss), texto de los principios (para. 176, pág. 
407 ss) y texto y comentarios (para. 177 ss., pág. 408 ss). 
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raciones formales formuladas por un Estado con la intención de producir 
obligaciones en virtud del derecho internacional, 
1. Unas declaraciones formuladas públicamente por las que se manifies- 
te la voluntad de obligarse podrán surtir el efecto de crear obligaciones 
jurídicas. Cuando se dan las condiciones para que eso ocurra, el carácter 
obligatorio de tales declaraciones se funda en la buena fe; en tal caso, los 
Estados interesados podrán tenerlas en cuenta y basarse en ellas; esos Esta-
dos tienen derecho a exigir que se respeten esas obligaciones; 
2. Todo Estado tiene capacidad para contraer obligaciones jurídicas me-
diante declaraciones unilaterales; 
3. Para determinar los efectos jurídicos de tales declaraciones, es ne-
cesario tener en cuenta su contenido, todas las circunstancias de hecho en 
que se produjeron y las reacciones que suscitaron; 
4. Una declaración unilateral obliga internacionalmente al Estado sólo si 
emana de una autoridad que tenga competencia a estos efectos. En virtud 
de sus funciones, los jefes de Estado, jefes de gobierno y ministros de rela-
ciones exteriores son competentes para formular tales declaraciones. Otras 
personas que representan al Estado en esferas determinadas podrán ser au-
torizadas para obligar a éste, mediante sus declaraciones, en las materias 
que correspondan a su esfera de competencia; 
5. Las declaraciones unilaterales podrán ser formuladas oralmente o por 
escrito; 
6. Las declaraciones unilaterales podrán ser dirigidas a la comunidad 
internacional en su conjunto, a uno o varios Estados o a otras entidades; 
7. Una declaración unilateral entraña obligaciones para el Estado que la 
ha formulado sólo si se enuncia en términos claros y específicos. En caso 
de duda en cuanto al alcance de las obligaciones resultantes de una decla-
ración de esta índole, tales obligaciones deberán ser interpretadas restric-
tivamente. Para interpretar el contenido de esas obligaciones, se tendrá 
en cuenta ante todo el texto de la declaración, así como su contexto y las 
circunstancias en que se formuló; 
8. Es nula toda declaración unilateral que esté en oposición con una nor-
ma imperativa de derecho internacional general; 
9. De la declaración unilateral de un Estado no puede resultar ninguna 
obligación para los demás Estados. No obstante, el otro Estado o los otros 
Estados interesados pueden contraer obligaciones en relación con una de-
claración unilateral de esa índole en la medida en que hayan aceptado 
claramente tal declaración; 
10. Una declaración unilateral que ha creado obligaciones jurídicas para 
el Estado que hace la declaración no puede ser revocada arbitrariamen-
te. Para determinar si una revocación sería arbitraria, habrá que tener en 
cuenta: 
i) Todos los términos de la declaración que se refieran específicamente a 
la revocación; ii) La medida en que los sujetos a quienes se deba el cumpli- 
miento de las obligaciones se hayan basado en ellas; iii) La medida en que 
se ha producido un cambio fundamental en las circunstancias. 
1.8. Efectos de los conflictos armados en los tratados 
La Comisión examinó el segundo informe del Relator Especial". 
1.9. La obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut iL dica-
re) 
La Comisión examinó el informe preliminar del Relator Especial'''. 
1.10. Fragmentación del Derecho Internacional: dificultades 
derivadas de la diversificación y expansión del Derecho 
Internacional 
La Comisión examinó el informe del Grupo de Estudio y tomó nota de sus 
42 conclusiones, que señaló a la atención de la Asamblea General28. El in-
forme y sus conclusiones se prepararon sobre la base de un estudio analítico 
elaborado por el Presidente del Grupo de Estudio, en el que se resumía y 
analizaba el fenómeno de la fragmentación teniendo en cuenta los estudios 
preparados por diversos miembros del Grupo de Estudio y el debate que 
había tenido lugar en el propio Grupo". 
2. MANTENIMIENTO DE LA PAZ Y LA SEGURIDAD INTERNACIONA-
LES3° 
Una vez más, durante 2006 las Naciones Unidas han tenido que enfren-
tarse a graves desafíos en el ámbito del mantenimiento de la paz y la segu-
ridad internacionales, uno de sus propósitos fundacionales. 
La Asamblea General ha adoptado diversas resoluciones sobre asuntos 
generales de mantenimiento de la paz'', ha considerado los presupuestos 
26 
	
A/CN.4/570 y Corr.1. 
27 
	
A/CN.4/571. 
28 
	
El texto de estas conclusiones de los trabajos del Grupo de Estudio se reproduce en: Do- 
cumentos Oficiales. 61° período de sesiones. Suplemento No. 10 (A/61/10), para. 251 ss., pág. 448 
SS. 
29 
	
A/CN.4/L.682 y Corr.1. 
30 
	
Epígrafe realizado por la Dra. W Teresa Comellas Aguirrezábal, Profesora Asociada de 
Derecho Internacional Público y Relaciones Internacionales de la Universidad de Sevilla. 
31 	Las resoluciones han versado sobre las siguientes cuestiones: Apoyo del sistema de las 
Naciones Unidas a los esfuerzos de los gobiernos para la promoción y la consolidación de democra-
cías nuevas o restauradas (Resolución 60/253, de 2 de mayo de 2006); Examen amplio de toda la 
cuestión de las operaciones de mantenimiento de la paz en todos sus aspectos (Res. 60/263, de 6 
de junio de 2006); Prevención de conflictos armados (Res. 60/284, de 7 de septiembre de 2006); La 
estrategia mundial de las Naciones Unidas contra el terrorismo (Res. 60/288, de 8 de septiembre); 
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de las Operaciones de Mantenimiento de la Paz (tema asignado a la Quinta 
Comisión)"; y ha examinado situaciones conflictivas específicas", algunas 
de ellas —en particular, la situación en Oriente Medio— interconectadas con 
otros temas del programa como la promoción de los derechos humanos'''. 
Por su parte, el Consejo de Seguridad, principal responsable del mante-
nimiento de la paz y la seguridad internacionales, adoptó durante 2006 un 
total de 87 resoluciones (dieciséis más que en 2005) y su Presidente hizo pú-
blicas 59 declaraciones. Las resoluciones comprenden desde la 1652 (2006), 
relativa a la situación en Cote d'Ivoire, a la 1738 (2006), sobre protección 
de civiles en los conflictos armados. No obstante, este año se ha caracteri-
zado por un importante aumento de la amenaza del veto, que ha impedido 
la adopción de acciones en muchas de las cuestiones examinadas. 
Pasamos a sintetizar las materias de las que se ha ocupado el Consejo de 
Seguridad durante este año, junto a una breve reseña de los acontecimien-
tos más relevantes acaecidos en el marco del mantenimiento de la paz. 
Medidas para eliminar el terrorismo (Res. 61/40, de 4 de diciembre de 2006); o Aplicación de las 
recomendaciones contenidas en el informe del Secretario General sobre las causas de los conflic-
tos y la promoción de la paz duradera y el desarrollo sostenible en África (Res. 61/230, de 22 de 
diciembre de 2006). 
32 	A finales de 2006, el Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz de las 
Naciones Unidas gestionaba 18 Operaciones en todo el mundo (16 Operaciones de Mantenimiento 
de la Paz y dos Misiones Políticas), y el contingente de personal uniformado desplegado había au-
mentado de 69.838 efectivos a fines de 2005 a 80.094 en diciembre de 2006. Este aumento supone 
un importante gasto adicional para las Naciones Unidas. Concretamente, si para el período anterior 
(comprendido entre el 1 de julio de 2005 y el 30 de junio de 2006) el presupuesto aprobado fue de 
3,55 mil millones de dólares, los presupuestos autorizados para el período comprendido entre el 1 
de julio de 2006 y el 30 de junio de 2007 han ascendido a 5,28 mil millones de dólares, una cifra sin 
precedentes. 
33 	Res. 60/285, de 7 de septiembre de 2006, sobre la situación en los territorios ocupados 
de Azerbaiyán; Res. 61/18, de 28 de noviembre de 2006, sobre la situación en el Afganistán; Res. 
61/25, de 1 de diciembre de 2006, relativa al arreglo pacífico de la cuestión de Palestina; Res. 
61/26, de 1 de diciembre de 2006, sobre Jerusalén; Res. 61/27, de 1 de diciembre de 2006, sobre 
el Golán sirio; Res. 61/184, de 20 de diciembre de 2006, relativa a la soberanía permanente del 
pueblo palestino en el territorio palestino ocupado, incluida Jerusalén Oriental, y de la población 
árabe en el Golán sirio ocupado sobre sus recursos naturales; o Res. 61/125, sobre la cuestión del 
Sáhara Occidental. 
34 	Sobre la base de informes elaborados por la Comisión Política Especial y de Descoloni- 
zación (Cuarta Comisión), la Asamblea aprobó las siguientes resoluciones, todas de fecha de 14 de 
diciembre de 2006, sobre la situación en los territorios ocupados: Res. 61/116 (Labor del Comité 
Especial encargado de investigar las prácticas israelíes que afecten a tos derechos humanos del 
pueblo palestino y otros habitantes árabes de los territorios ocupados); 61/117 (Aplicabilidad del 
Convenio de Ginebra relativo a la protección de personas civiles en tiempo de guerra, de 12 de 
agosto de 1949, al territorio palestino ocupado, incluida Jerusalén oriental, y a los demás terri-
torios árabes ocupados); 61/118 (Los asentamientos israelíes en el territorio palestino ocupado, 
incluida Jerusalén oriental, y en el Golán sirio ocupado); 61/119 (Prácticas israelíes que afectan a 
tos derechos humanos del pueblo palestino en el territorio ocupado, incluida Jerusalén oriental); y 
61/120 (El Galán sirio ocupado). Posteriormente, el 19 de diciembre, adoptó una nueva resolución 
—ésta sobre la base de un informe elaborado por la Tercera Comisión— relativa a la situación de los 
derechos humanos creada por las recientes operaciones militares israelíes en el Líbano. 
2.1. ÁFRICA: 
Como en años anteriores, el continente africano ha sido especial objeto 
de atención por el Consejo de Seguridad, ocupando un lugar destacado en 
su programa de trabajo. Las cuestiones relativas a África examinadas por 
este órgano fueron las siguientes: 
a) La situación en Burundi: Resoluciones 1692 (2006); 1719 (2006) y Decla-
ración de la Presidencia de 23 de marzo de 2006 (S/PRST/2006/12). 
b) La situación en Cote d'Ivoire: Resoluciones 1652 (2006); 1657 
(2006); 1682 (2006); 1708 (2006); 1721 (2006); 1726 (2006); 1727 
(2006); y Declaraciones de la Presidencia de 19 de enero de 2006 
(S/PRST/2006/2); de 23 de febrero de 2006 (S/PRST/2006/9); de 
29 de marzo de 2006 (S/PRST/2006/14); de 27 de abril de 2006 
(S/PRST/2006/20); de 23 de mayo de 2006 (S/PRST/2006/23); de 
19 de julio de 2006 (S/PRST/2006/32); de 7 de agosto de 2006 (5/ 
PRST/2006/37) y de 21 de diciembre de 2006 (S/PRST/2006/58). 
c) La situación entre Eritrea y Etiopía: Resoluciones 1661 (2006); 1670 
(2006); 1678 (2006); 1681 (2006); 1710 (2006) y Declaración de la 
Presidencia de 24 de febrero de 2006 (S/PRST/2006/10). 
d) La situación en la región de los Grandes Lagos: Resolución 1653 
(2006); y Declaraciones de la Presidencia de 16 de noviembre de 2006 
(S/PRST/2006/45) y de 20 de diciembre de 2006 (S/PRST/2006/57). 
e) La situación en Liberia: Resoluciones 1667 (2006); 1683 (2006); 1689 
(2006); 1694 (2006); 1712 (2006) y 1731 (2006). 
f) La situación en la República Centroafricana: Declaración de la Presi-
dencia de 22 de noviembre de 2006 (S/PRST/2006/47). 
g) La situación relativa a la República Democrática del Congo: Reso-
luciones 1654 (2006); 1669 (2006); 1671 (2006); 1693 (2006); 1698 
(2006); 1711 (2006); 1736 (2006); y Declaraciones de la Presidencia 
de 25 de enero de 2006 (S/PRST/2006/4); 3 de agosto de 2006 (S/ 
PRST/2006/36); 22 de septiembre de 2006 (S/PRST/2006/40); 7 de 
noviembre de 2006 (S/PRST/2006/44) y 6 de diciembre de 2006 (S/ 
PRST/2006/ 50). 
h) La situación relativa al Sáhara Occidental: Resoluciones 1675 (2006)y 
1720 (2006). 
i) La situación en Sierra Leona: Resoluciones 1688 (2006) y 1734 
(2006). 
j) La situación en Somalia: Resoluciones 1676 (2006); 1724 (2006); 1725 
(2006); y Declaraciones de la Presidencia de 15 de marzo de 2006 
(S/PRST/2006/11); 13 de julio de 2006 (S/PRST/2006/31) y 22 de 
diciembre de 2006 (S/PRST/2006/59). 
k) Informes del Secretario General sobre el Sudán: Resoluciones 1663 
(2006); 1665 (2006); 1672 (2006); 1679 (2006); 1706 (2006); 1709 
(2006); 1713 (2006); 1714 (2006) y Declaraciones de la Presiden-
cia de 3 de febrero de 2006 (S/PRST/2006/5); 11 de abril de 2006 
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(S/PRST/2006/16); 25 de abril de 2006 (S/PRST/2006/17); 9 de 
mayo de 2006 (S/PRST/2006/21) y 19 de diciembre de 2006 (S/ 
PRST/ 2006 / 55). 
l) La situación en el Chad y Sudán: Declaraciones de la Presidencia de 
25 de abril de 2006 (S/PRST/2006/19) y 15 de diciembre de 2006 
(S/PRST/2006/53). 
En cuanto a los principales acontecimientos que han tenido lugar duran-
te este año en el continente africano, hemos de destacar algunos avances 
en procesos de consolidación de la paz, como los que han tenido lugar en 
Burundi o Liberia. En Burundi, el acuerdo de cese el fuego alcanzado el 7 
de septiembre de 2006 entre el Gobierno y las Fuerzas Nacionales de Libe-
ración (FNL) supuso la culminación del período de transición democrática 
y llevó a la retirada de la Operación de las Naciones Unidas en Burundi 
(ONUB). El Consejo de Seguridad aprobó además la creación de una Oficina 
integrada de Naciones Unidas en Burundi (BINUB) que, entre otras funcio-
nes, ayudará al Gobierno en sus esfuerzos por alcanzar la paz y la estabili-
dad a largo plazo. Por lo que respecta a Liberia, pese a los importantes pro-
gresos alcanzados tras la elección de la Presidenta, Ellen Johnson Sirleaf, la 
situación sigue siendo volátil, sobre todo como consecuencia de la actividad 
de grupos armados incontrolados. En junio de 2006, el Consejo de Seguridad 
levantó parcialmente el embargo de armas —con el objeto de aprovisionar 
a los miembros de las fuerzas de policía y seguridad del Gobierno de Liberia 
que habían recibido adiestramiento por la Misión de las Naciones Unidas 
en Liberia (UNMIL)— y el embargo de productos madereros procedentes de 
Liberia, manteniendo el embargo de diamantes en bruto hasta que el Go-
bierno establezca un régimen eficaz de certificación. 
Más dificultades se han constatado en países como la República Demo-
crática del Congo, donde la celebración de elecciones presidenciales —cuyo 
ganador fue Joseph Kabila— no parece haber servido para lograr la estabili-
dad. Asimismo, hemos de reseñar el estancamiento de algunas situaciones, 
como la de Costa de Marfil —donde persiste la inestabilidad, lo que llevó al 
Consejo de Seguridad a aumentar temporalmente los efectivos de la Opera-
ción de las Naciones Unidas en este país (OUNCI)— y la del Sáhara Occiden-
tal, respecto a la cual el Consejo ha hecho un llamamiento a las partes para 
que respeten el alto el fuego y continúen buscando una solución política. 
Por último, en el apartado más negativo, hemos de incluir el deterioro 
de las situaciones en Somalia y en el Sudán. Por lo que respecta a Somalia, 
en febrero de 2006 comenzó una lucha por el control del país entre los dos 
grandes bloques enfrentados: la Alianza para la Restauración de la Paz y 
Contra el Terrorismo (ARPCT) y las milicias de la Unión de Tribunales Islá-
micos. Se estima que al menos 350 personas murieron en el fuego cruzado 
en la denominada "Segunda batalla de Mogadiscio", en los meses de mayo 
y junio. Este nuevo enfrentamiento ha sido propiciado por el fuerte rear-
me de las partes que han generado las constantes violaciones del embargo 
de armas impuesto por el Consejo de Seguridad a Somalia desde 1992. El 
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Gobierno provisional somalí ha recibido el apoyo efectivo de Etiopía, cuyo 
ejército llevó a cabo, entre el 25 y el 26 de diciembre de 2006, una serie 
de ataques contra los milicianos de la Unión de Tribunales Islámicos de So-
malia. 
En Sudán, a pesar de que el Acuerdo de Paz sobre Darfur alcanzado fi-
nalmente en la primavera de 2006 en Abuja (Nigeria) alimentó muchas es-
peranzas, la situación ha seguido siendo muy preocupante. Las continuas 
violaciones del acuerdo —entre otras, no se respetó la fecha del 16 de mayo 
para aplicar el alto el fuego— determinaron la ampliación del mandato de 
la Misión de las Naciones Unidas en el Sudán (UNMIS), en virtud de la Re-
solución 1706 (2006), de 31 de agosto. El 16 de noviembre se celebró una 
reunión de alto nivel en Etiopía para solicitar a las partes que pongan freno 
al aumento de las operaciones militares, que hacen inviable un alto el fuego 
y provocan graves consecuencias humanitarias. 
2.2. AMÉRICA: 
El Consejo de Seguridad continuó examinando la cuestión relativa a Haití, 
sobre la que se adoptaron dos Resoluciones —la 1658 (2006) y la 1702 (2006)-
y varias Declaraciones de la Presidencia —Declaraciones de 6 de enero de 
2006 (S/PRST/200611); 9 de febrero de 2006 (S/PRST/2006/7); 27 de marzo 
de 2006 (S/PRST/2006/13); y 15 de mayo de 2006 (S/PRST/2006/22)—. 
La situación en Haití ha mejorado notablemente en 2006, año en el que 
se han celebrado elecciones presidenciales y parlamentarias. Aun así, el 
Consejo de Seguridad ha seguido prorrogando el mandato de la Misión de 
Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), que deberá con-
tinuar trabajando en pro de la estabilidad social, el desarme, la reintegra-
ción, la reforma de las instituciones públicas —especialmente las de justicia 
y policía— y la protección de los derechos humanos. 
2.3. ASIA: 
Durante 2006, el Consejo examinó las siguientes cuestiones: 
a) La situación en el Afganistán: Resoluciones 1659 (2006); 1662 (2006) 
y 1707 (2006). 
b) La situación en Timor-Leste: Resoluciones 1677 (2006); 1690(2006); 
1703 (2006); 1704 (2006); y Declaración de la Presidencia de 25 de 
mayo de 2006 (S/PRST/2006/25). 
c) Carta de fecha 22 de noviembre de 2006 dirigida al Presidente 
del Consejo de Seguridad por el Secretario General (S/2006/920): 
Declaración de la Presidencia de 1 de diciembre de 2006 (S/ 
PRST/2006/49). 
En los dos primeros casos (Afganistán y Timor-Leste) hemos asistido a un 
claro deterioro de la situación. En Afganistán es de lamentar el significati-
vo aumento de la violencia que se ha producido durante 2006. De hecho, 
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este puede considerarse el año más violento en el país desde la derrota del 
régimen talibán a raíz de la intervención estadounidense en 2001. Por otra 
parte, las fuerzas americanas de la operación Libertad Duradera han pasado 
a estar bajo el mando de la OTAN, integrándose en la Fuerza Internacional 
de Asistencia a la Seguridad (ISAF). Ello supone que la OTAN ha asumido el 
control total de Afganistán, produciéndose una cierta transformación de la 
propia ISAF, cuyas funciones fundamentales eran hasta ahora de reconstruc-
ción y seguridad. La trascendencia de este cambio quedó reflejada en la 
reunión de los miembros de la Alianza Atlántica que tuvo lugar en Riga los 
días 28 y 29 de noviembre. 
En Timor-Leste, una protesta por et despido presuntamente discrimina-
torio de miembros del Ejército desencadenó graves disturbios que provoca-
ron una grave crisis política y humanitaria en el primer semestre de 2006. 
La situación se normalizó tras la dimisión del Primer Ministro Alkari, aunque 
la estabilidad alcanzada ha seguido siendo frágil. Con el objetivo de preser-
varla, el Consejo de Seguridad ha decidido establecer la Misión Integrada de 
las Naciones Unidas en Timor-Leste (UNMIT), que deberá coordinarse con las 
Fuerzas de seguridad internacionales (compuestas por efectivos de Portu-
gal, Australia, Nueva Zelanda y Malasia) ya desplegadas en el país. 
2.4. EUROPA: 
El Consejo de Seguridad se mantuvo al corriente de los acontecimientos 
en Bosnia y Herzegovina, Chipre y Georgia, situaciones sobre las que se 
adoptaron las siguientes resoluciones: 
a) La situación en Bosnia y Herzegovina: Resolución 1722 (2006). 
b) La situación en Chipre: Resoluciones 1687 (2006) y 1728 (2006). 
c) La situación en Georgia: Resoluciones 1656 (2006); 1666 (2006) y 
1716 (2006). 
En relación con Chipre, el Consejo ha lamentado el punto muerto en que 
se encuentra el diálogo entre las partes, y ha prorrogado el mandado de la 
Fuerza de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la paz en Chipre 
(UNFICYP). En Georgia la situación sigue siendo precaria. La continua falta 
de progresos sobre cuestiones fundamentales en el marco de la búsqueda 
de una solución general al conflicto ha sido constatada por el Consejo de 
Seguridad, que ha renovado regularmente la Misión de Observadores de las 
Naciones Unidas en Georgia (UNOMIG). 
2.5. ORIENTE MEDIO: 
Oriente Medio sigue siendo uno de los puntos más calientes del planeta. 
La situación en el Iraq, en la Franja de Gaza, o en el Líbano han marcado 
la actualidad durante 2006. El Consejo de Seguridad abordó todas estas 
cuestiones, aunque apenas ha podido adoptar acciones significativas al res-
pecto: 
a) La situación relativa al Iraq: Resoluciones 1700 (2006); 1723 (2006); 
y Declaraciones de la Presidencia de 14 de febrero de 2006 (S/ 
PRST/2006/8) y 24 de mayo de 2006 (S/PRST/2006/24). 
b) La situación en el Oriente Medio: Resoluciones 1655 (2006); 1664 
(2006); 1680 (2006); 1685 (2006); 1686 (2006); 1697 (2006); 1701 
(2006); 1729 (2006); y Declaraciones de la Presidencia de 23 de ene-
ro de 2006 (S/PRST/2006/3); 13 de junio de 2006 (S/PRST/2006/26); 
27 de julio de 2006 (S/PRST/2006/34); 30 de julio de 2006 (S/ 
PRST/2006/35); 30 de octubre de 2006 (S/PRST/2006/43); 21 de 
noviembre de 2006 (S/PRST/2006/46); 12 de diciembre de 2006 (5/ 
PRST/2006/51 y S/PRST/2006/52) y 15 de diciembre de 2006 (S/ 
PRST/2006/54). 
c) La situación en el Oriente Medio, incluida la cuestión de Palesti-
na: Declaración de la Presidencia de 3 de febrero de 2006 (S/ 
PRST/2006/6). 
En el Iraq, la formación de un nuevo Gobierno surgido de las elecciones 
celebradas el 15 de diciembre de 2005, que dieron la victoria a una alian-
za kurdo-chií, no ha conseguido pacificar la situación. El ataque contra un 
santuario chií de Samarra, el 22 de febrero de 2006, marcó un nuevo punto 
de inflexión en la situación de extrema violencia que desangra al país. A los 
ataques terroristas cometidos por grupos de Al Qaeda se suma la violencia de 
los insurgentes suníes, que ha sido respondida por escuadrones de la muerte 
chiles, provocando desplazamientos masivos de población, especialmente 
en Bagdad. La condena y ejecución de Sadam Hussein el 30 de diciembre 
de 2006 no ha servido más que para exacerbar aún más las diferencias en-
tre ambas comunidades. Frente a este escenario altamente complicado, la 
únicas decisiones que ha podido adoptar el Consejo de Seguridad han sido 
las de prorrogar, a petición del Gobierno iraquí, el mandato de la Misión de 
Asistencia de las Naciones Unidas para el Iraq y, a petición de los Gobiernos 
iraquí y estadounidense, la continuidad de la fuerza multinacional. 
Igualmente complicada ha sido la situación en otros escenarios de la 
zona. Dos han sido los frentes abiertos en Oriente Medio durante 2006: el 
primero ha tenido lugar en los territorios palestinos, donde se ha producido 
un grave deterioro de la situación; el segundo lo constituyó la grave ofen-
siva de Israel sobre el Líbano a raíz del secuestro de dos soldados israelíes 
por las milicias de Hezbollah. 
Por lo que respecta a los territorios palestinos, la situación durante el 
pasado año ha venido marcada por la formación del Gobierno de Hamas, 
ganador de las elecciones palestinas del 25 de enero. El cambio político 
ha traído dos órdenes de consecuencias. Por una parte, hizo inviable el 
plan de retirada de Cisjordania previsto por Israel, cuyas tropas volvieron a 
ocupar la Franja de Gaza, iniciándose una escalada bélica en la región de 
graves consecuencias humanitarias. Uno de los hechos más destacables fue 
el ataque israelí a una zona residencial de Gaza, el 8 de noviembre, en el 
que murieron 19 civiles, en su mayoría mujeres y niños. El Consejo de Se- 
ellas, E. W. Petit. C. de Ory y C. Villa 
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guridad no pudo, sin embargo, condenar tos bombardeos por el veto de uno 
de sus miembros permanentes, los Estados Unidos de América. Contra todo 
pronóstico, el 25 del mismo mes, el Gobierno israelí y las autoridades pa-
lestinas acordaban una tregua y, poco después, se iniciaba la negociación de 
un alto el fuego. Por otra parte, la derrota de Al Fatah en las elecciones ha 
tenido importantes consecuencias internas, pues se han producido enfren-
tamientos entre los propios palestinos que complican aún más la situación. 
El segundo gran frente abierto lo constituye la crisis originada por el se-
cuestro por las fuerzas de Hezbollah de dos soldados israelíes en la frontera 
con el Líbano. El 13 de julio, el Ejército israelí comenzó una fuerte ofensiva 
sobre el Líbano que ha sido criticada por su falta de proporcionalidad, y 
que causó graves pérdidas de vidas humanas —la mayoría civiles—, la des-
trucción de importantes infraestructuras de comunicación y energéticas, y 
daños contra el medio ambiente. El Consejo de Seguridad no pudo adoptar 
una resolución al respecto hasta casi un mes más tarde. En la Resolución 
1701 (2006), además, no se abordó la cuestión de las posibles violaciones 
del Derecho Internacional Humanitario cometidas por las partes, sino que 
básicamente se limitó a establecer las medidas necesarias para consolidar 
el alto el fuego y desplegar la Fuerza Internacional de Interposición. 
2.6. Cuestiones generales y cuestiones temáticas: 
Las cuestiones generales y las cuestiones temáticas abordadas por el 
Consejo de Seguridad en 2006 fueron las siguientes: 
a) No proliferación de armas de destrucción en masa: Resolución 
1673 (2006); No proliferación: Resoluciones 1696 (2006); 1737 
(2006) y Declaración de la Presidencia de 29 de marzo de 2006 (S/ 
PRST/2006/15); No proliferación/República Popular Democrática de 
Corea: Resolución 1718 (2006). 
b) Carta de fecha 4 de julio de 2006 dirigida al Presidente del Consejo 
de Seguridad por el Representante Permanente del Japón ante las 
Naciones Unidas: Resolución 1695 (2006) y Declaración de la Presi-
dencia de 6 de octubre de 2006 (S/PRST/2006/41). 
c) Amenazas a la paz y la seguridad internacionales causadas por actos 
terroristas: Resolución 1735 (2006) y Declaraciones de la Presiden-
cia de 25 de abril de 2006 (S/PRST/2006/18); 29 de junio de 2006 
(S/PRST/2006/29); 12 de julio de 2006 (S/PRST/2006/30) y 20 de 
diciembre de 2006 (S/PRST/2006/56). 
d) Fortalecimiento del derecho internacional: el imperio de la ley y el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales: Declaración 
de la Presidencia de 22 de junio de 2006 (S/PRST/2006/28). 
e) Cuestiones generales relativas a las sanciones: Resoluciones 1699 
(2006); 1730 (2006) y 1732 (2006). 
f) Consolidación de la paz en el África Occidental: Declaración de la 
Presidencia de 9 de agosto de 2006 (S/PRST/2006/38). 
g) La cooperación entre las Naciones Unidas y las organizaciones re-
gionales en el mantenimiento de la paz y la seguridad internacio-
nales: Declaración de la Presidencia de 20 de septiembre de 2006 
(S/PRST/2006/39). 
h) Tribunal Internacional para el enjuiciamiento de los presuntos res-
ponsables de las violaciones graves del derecho internacional huma-
nitario cometidas en el territorio de la ex Yugoslavia: Resoluciones 
1660 (2006) y 1668 (2006). 
i) Tribunal Penal Internacional para el enjuiciamiento de los presuntos 
responsables de genocidio y otras violaciones graves del derecho 
internacional humanitario cometidas en el territorio de Rwanda y de 
los ciudadanos rwandeses presuntamente responsables de genocidio 
y otras violaciones de esa naturaleza cometidas en el territorio de 
Estados vecinos entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 1994: 
Resoluciones 1684 (2006); 1705 (2006) y 1717 (2006). 
j) Protección de los civiles en los conflictos armados: Resoluciones 1674 
(2006) y 1738 (2006). 
k) Los niños y los conflictos armados: Declaraciones de la Presidencia 
de 24 de julio de 2006 (S/PRST/2006/33) y de 28 de noviembre de 
2006 (S/PRST/2006/48). 
l) La mujer y la paz y la seguridad: Declaración de la Presidencia de 26 
de octubre de 2006 (S/PRST/2006/42). 
De entre todas ellas, destacamos las referidas a la no proliferación, el 
fortalecimiento del Derecho internacional y la Resolución 1699 (2006) sobre 
cuestiones generales relativas a las sanciones. 
La no proliferación de armas de destrucción masiva ha constituido una 
cuestión clave en la agenda del Consejo de Seguridad durante 2006. Además 
de ocuparse de esta materia desde una perspectiva general," el Consejo ha 
tenido que hacer frente a dos crisis relacionadas con la no proliferación: la 
crisis de Corea del Norte y la crisis nuclear de Irán. 
La primera de ellas se originó a raíz del lanzamiento por parte de Pyong-
yang de misiles balísticos intercontinentales sobre el mar del Japón en junio 
de 2006, acción que determinó que las autoridades niponas prohibieran la 
entrada de funcionarios y de barcos y aviones norcoreanos en su territorio. 
La intervención del Consejo de Seguridad se produjo, no obstante, tras el 
ensayo nuclear que Corea del Norte realizó el 9 de octubre de ese año. 
Concretamente, en la Resolución 1718 (2006), de 14 de octubre, el Consejo 
consideró que dicho ensayo constituía una clara amenaza a la paz y la se-
guridad internacionales, y exigió a Corea del Norte que no realizase nuevas 
35 	Resolución 1673 (2006), en la que el Consejo ha reiterado su exigencia de cumplir las 
obligaciones derivadas de la Resolución 1540 (2004) —en la que determinaba que la proliferación 
de las armas nucleares, químicas y biológicas y de sus sistemas vectores constituyen una amenaza 
a la paz y la seguridad internacionales— y ha prorrogado y redefinido el mandato del Comité creado 
en dicha Resolución para examinar los informes periódicos que los Estados miembros han de remitir 
sobre su aplicación. 
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pruebas nucleares ni lanzamientos de misiles balísticos, que se retractase 
de su decisión de retirarse del Tratado sobre la No Proliferación de Armas 
Nucleares (TNP), y que se reincorporara a dicho Tratado y al régimen de 
salvaguardias del Organismo Internacional de la Energía Atómica (01EA). 
Además, en virtud del artículo 41 de la Carta, el Consejo decretó un amplio 
conjunto de medidas entre las que se incluían un embargo de armas, fondos 
y artículos de lujo, y otras destinadas a limitar la movilidad de autoridades 
norcoreanas. La crisis pareció desactivarse al reanudarse, el 18 de diciem-
bre, las reuniones del Grupo de los Seis (Corea del Norte, Corea del Sur, 
Estados Unidos, Rusia, China y Japón) con el objeto de lograr la desnuclea- 
rización de la península de Corea. 
La segunda gran crisis relativa a la no proliferación de armas de destruc-
ción masiva ha tenido como escenario a Irán. En febrero de 2006, el 01EA 
decidió llevar el programa nuclear iraní ante el Consejo de Seguridad, que 
el 29 de marzo aprobó una Declaración presidencial (S/PRST/2006/15) en la 
que exhortaba a Irán a adoptar las medidas que pedía la Junta de Goberna-
dores del 01EA y le conminaba a suspender sus actividades de procesamien-
to de uranio en el plazo de un mes. Tras informar el 01EA que Irán no había 
cumplido los requisitos establecidos por la Junta de Gobernadores (de he-
cho, había acelerado sus actividades y restringido la capacidad de acción de 
los inspectores al abandonar el Protocolo Adicional al TNP), el Consejo apro-
bó la Resolución 1696 (2006). En ella, actuando con arreglo al artículo 40 de 
la Carta, el Consejo exigió a Irán que suspendiera todas las actividades re-
lacionadas con el enriquecimiento y reprocesamiento de uranio, y expresó 
su intención de imponer sanciones en el caso de que Irán no cumpliera sus 
exigencias. Finalmente, tras más de dos meses de negociaciones, los miem-
bros del Consejo de Seguridad aprobaron por unanimidad la Resolución 1737 
(2006), de 23 de diciembre, en la que se adoptaron medidas del artículo 
41 (aunque no se autorizó el uso de la fuerza armada, como pretendían los 
Estados Unidos de América). Los diplomáticos iraníes calificaron de "ilegal" 
la Resolución, reafirmando la continuidad del programa nuclear. 
También en el ámbito de las cuestiones generales examinadas por el 
Consejo de Seguridad queremos destacar el debate público que tuvo lugar 
el 22 de junio de 2006, sobre el "Fortalecimiento del derecho internacional: 
el imperio de la ley y el mantenimiento de la paz y la seguridad internacio- 
nales", en el que se invitó a pronunciarse al Asesor Jurídico de las Naciones 
Unidas, Nicolas Michel, y a la Presidenta de la Corte Internacional de Justi-
cia, Rosalyn Higgins. Al concluir el debate, el Consejo aprobó una Declara-
ción presidencial en la que reafirmó el papel del Derecho internacional en 
la promoción de la estabilidad y el orden en las relaciones internacionales. 
Además, los miembros del Consejo instaron a los Estados Miembros a poner 
fin a la impunidad, recordaron la importancia de la función de las sancio-
nes, insistieron en la promoción del Estado de Derecho en las situaciones 
de post-conflicto, y reafirmaron su empeño en lograr el arreglo pacífico de 
controversias. 
Por último, bajo el título "Cuestiones generales relativas a las sancio-
nes", el Consejo ha adoptado la Resolución 1699 (2006), en la que ha pedido 
al Secretario General que tome las medidas necesarias para estrechar la 
cooperación entre las Naciones Unidas y la Organización Internacional de 
Policía Criminal (Interpol). 
2.7, Otras cuestiones 
Otras cuestiones abordadas por el Consejo de Seguridad durante el pasa-
do año fueron las siguientes: 
a) Admisión de nuevos miembros: Resolución 1691 (2006) y Declaración 
de la Presidencia de 22 de junio de 2006 (S/PRST/2006/27). 
b) Recomendación relativa al nombramiento del Secretario General de 
las Naciones Unidas: Resolución 1715 (2006). 
c) Homenaje al Secretario General saliente: Resolución 1733 (2006). 
3. TRIBUNALES INTERNACIONALES36 
3.1. La Corte Internacional de Justicia37 
En el marco de su función consultiva, ninguna cuestión le fue planteada 
a la Corte en el curso del año 2006; tampoco tenía pendiente de resolver 
cuestión alguna. 
Con respecto a su competencia contenciosa, tres fueron los nuevos casos 
introducidos ante la Corte. El primero de ellos fue una demanda presentada 
por Dominica contra Suiza por un supuesto incumplimiento de la Conven-
ción de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, así como de otras normas in-
ternacionales como el acuerdo de sede entre Suiza y la Organización de las 
Naciones Unidas de 11 de abril de 1946 y la Convención sobre privilegios e 
inmunidades de las Naciones Unidas de 13 de febrero de 1946. 
Un diplomático de Dominica había sido acreditado ante Naciones Unidas, 
sus agencias especializadas y la Organización Mundial del Comercio desde 
marzo de 1996 como miembro de la misión permanente de Dominica ante 
Naciones Unidas en Ginebra. El diplomático en cuestión, de origen ruso y 
naturalizado en Dominica, no fue reconocido por Suiza como embajador de 
Dominica ante Naciones Unidas. 
Resultando discutible la buena fe en la actuación de Dominica, que re-
conoció la jurisdicción de la CIJ tan sólo semanas antes de presentar la de-
manda, la petición de este Estado cuestiona los derechos del Estado recep-
tor para aceptar la persona designada por el Estado que envía. Ese mismo 
diplomático había ya sido rechazado por Rusia e Irlanda en el pasado. Asi- 
36 	Los epígrafes 3.1 3.2 y 3.3 han sido preparados por la Profa. Eulalia W. Petit de Gabriel. 
37 
	
http://www.icj-cij.orq. No está traducida al castellano, las lenguas en las que se encuen- 
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mismo, este asunto plantea un antiguo problema ya elaborado por la Corte: 
la cuestión de la efectividad del vínculo de la nacionalidad de personas 
naturalizadas y la inexistencia de una obligación de reconocer tal naciona-
lidad por terceros Estados38. La demanda de Dominica fue retirada por este 
Estado mediante carta de 15 de mayo de 2006, y retirada por la Corte de la 
lista de casos pendiente mediante una decisión de 12 de junio de 2006. 
En segundo lugar, Argentina presentó una demanda el 4 de mayo de 2006 
frente a Uruguay, por supuestos incumplimientos del tratado de 26 de fe-
brero de 1975, relativo al Río Uruguay. Este tratado, dedicado a la gestión 
conjunta del Río que constituye en parte de su cauce frontera entre ambos 
Estados americanos, establece una comisión administrativa de gestión del 
río. Argentina alega que Uruguay ha autorizado la construcción de una fá-
brica de pasta de papel en el río sin cumplir con los previos requisitos de 
notificación y consultas previstos por el Tratado de 1975. Dicha explotación 
producirá, según las alegaciones argentinas, daños medioambientales a más 
de 30.000 habitantes argentinos de la zona, así como daños a la biodiversi-
dad. El artículo 60.1 del tratado de 1975 prevé la jurisdicción de la CIJ para 
la resolución de las controversias relativas a la interpretación y aplicación 
de las partes que no se hayan resuelto mediante negociación directa entre 
las partes. 
En su demanda Argentina solicitó la adopción de medidas provisionales. 
La Corte rechazó la necesidad de las mismas mediante una orden de 13 de 
julio de 2006. Subsiguientemente, Uruguay solicitó la adopción de medidas 
provisionales el 29 de noviembre de 2006, dado que grupos de nacionales 
argentinos realizaban acciones de bloqueo de un puente internacional so-
bre el Río Uruguay que le privaba de una vía de comunicación, así como de 
importantes beneficios procedentes del sector turístico. Esta petición fue 
rechazada igualmente por la CIJ ya en febrero de 2007. 
El tercero de los nuevos casos del año 2006 fue introducido por la Re-
pública de Djibouti frente a Francia, confiando en que este país aceptara 
la jurisdicción de la CIJ al menos para el caso concreto, lo que ocurrió me-
diante escrito de 25 de julio de 2006, conforme al comunicado de prensa 
publicado por la Corte el 10 de agosto de 2006. La demanda concierne la 
negativa del gobierno francés a ejecutar un carta rogatoria internacional en 
la que se solicitaba que se enviara copia del expediente de la investigación 
por el asesinato de Bernard Borrel a las autoridades judiciales de Djibouti. 
La negativa francesa sería contraria a los ojos del demandante al acuerdo 
de amistad y cooperación entre ambos países (27/6/1977) y al acuerdo de 
asistencia mutua en asuntos penales de 27/9/1986. 
Durante el año 2006, la CIJ ha decidido sobre la jurisdicción y la admisi-
bilidad en uno de los casos pendientes, el relativo a las actividades armadas 
38 	Víd. el comentario sobre este caso publicado en http://www.thedominican.net/articles/   
casetwo.htm, del profesor Max Hilaire, profesor de Ciencias Políticas en la Morgan State University, 
de Baltimore. 
en el territorio del Congo. Este asunto fue introducido ante la Corte en 
2002 y mediante esta decisión queda cerrado al no encontrar la Corte base 
suficiente de jurisdicción en ninguno de los tratados internacionales alega-
dos, como tampoco en la existencia de actos procesales que impliquen la 
aceptación de su jurisdicción (foro prorrogado). 
Así, la Corte rechaza la eventual jurisdicción basada en la Convención de 
1984 sobre tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes (pues-
to que Rwanda no es parte en tal tratado). Con respecto a la Convención 
de 1948 para la prevención y eliminación del delito de genocidio, la Corte 
concluye que ambos Estados (República Democrática del Congo y Ruanda) 
eran parte en la convención, pero la reserva ruandesa sobre el artículo IX 
de la misma privaba de jurisdicción a la Corte en el caso. Aunque Ruanda 
había aprobado una ley por la que decidía retirar sus reservas a todos los 
instrumentos de protección de derechos humanos en los que era parte, la 
Corte considera que, en ausencia de una notificación formal a los demás 
Estados parte, no podía entender retirada la reserva en cuestión. Con el 
mismo argumento, la Corte rechaza la base de jurisdicción alegada por la 
RD Congo, relativa a la Convención internacional para la eliminación de 
todas las formas de discriminación racial, de 1965, con respecto de la cual 
existía también una reserva ruandesa a la jurisdicción de la Corte que no 
había sido formalmente retirada. 
Igualmente rechaza la Corte la existencia de jurisdicción en base a la 
Convención de 1979 para la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer. En este caso y siendo ambos Estados parte, no existía 
reserva alguna a la jurisdicción de la Corte. Sin embargo, la Convención 
exige el recurso previo a negociaciones entre las partes y al arbitraje. La 
Corte considera que la RD del Congo no ha satisfecho tales medidas previas 
de arreglo. La misma argumentación le lleva a rechazar la Convención de 
1971 sobre supresión de actos ilícitos contra la navegación aérea de carác-
ter civil (Convención de Montreal). 
Rechaza otras bases jurisdiccionales alegadas en razón de la impertinen-
cia de las mismas (Constitución de la OMS, de 1945 o la Constitución de la 
UNESCO). Asimismo rechaza la competencia en virtud de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de Tratados, dado que entró en vigor para las partes 
después de la entrada en vigor de los tratados cuya aplicación e interpreta-
ción pretendía la RD del Congo. 
Durante el año 2006, la Corte asimismo se ocupó de algunos de los casos 
pendientes. En concreto, hubo audiencias orales en los siguientes casos: 
con respecto a las objeciones preliminares del caso Ahmadou Sadio Diallo 
(República de Guinea c. República Democrática del Congo, 1998) y del caso 
relativo a la disputa marítima y territorial que enfrenta a Nicaragua y a 
Colombia (demanda de Nicaragua de 2001); sobre el fondo del asunto en el 
caso de la delimitación marítima entre Nicaragua y Honduras en el Mar Ca-
ribe (Nicaragua c. Honduras, 1999) y en el caso relativo a la soberanía sobre 
Pedra Branca/Pulau Batu Puteh, Middle Rocks y South Ledge (Malaysia/Sin- 
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gapur, 2003). Al comenzar el año 2007, la Corte tenía 11 casos pendientes 
de resolución". 
3.2. El Tribunal Internacional para el Derecho del Mar4° 
Ningún nuevo caso fue deducido ante el Tribunal en 2006. Este año el 
Tribunal celebró su décimo aniversario con diversos actos protocolarios. 
El primero de ellos tuvo lugar en Berlín el 18 de septiembre de 2006. Este 
acto fue seguido de un simposio que se celebró los días 29 y 30 de octubre 
de 2006 en Hamburgo, en la sede del Tribunal, sobre el tema de la "Juris-
prudencia del Tribunal Internacional del Derecho del Mar: balance y pers-
pectivas". 
3.3. El arreglo de controversias en la Organización Mundial del 
Comercio41  
El Consejo General de la Organización Mundial del Comercio se reúne 
en tanto que Órgano de Solución de Controversias, para tratar de cualquier 
disputa originada en el marco de cualquiera de los acuerdos contenidos en 
el Acta Final de la Ronda de Uruguay, cubiertos por el Entendimiento sobre 
normas y procedimientos que rigen el arreglo de controversias. La compe-
tencia del Órgano se extiende al establecimiento de los panels de arreglo 
de controversias, a la adopción de los informes de éstos y de los cuerpos de 
apelación, a la vigilancia de la ejecución de las recomendaciones y decisio-
nes, así como a la autorización de la suspensión de concesiones en el caso 
de incumplimiento de las recomendaciones. 
El Órgano de Solución de Controversias se reunió 23 veces en el período 
comprendido por el informe relativo a 200642. 
39 	Gabcíkovo-Nagymaros Project (Hungary/Slovakia, 1992 la demanda original, 1998 la pe- 
tición de una decisión adicional); Ahmadou Sadio Diallo (Republic of Guinea v. Democratíc Republic 
of the Congo, 1998); Application of the Convention on the Prevention and Punishment of the Crime 
of Genocide (Croatia v. Serbia and Montenegro, 1999); Maritime Delimitation between Nicaragua 
and Honduras ín the Caribbean Sea (Nicaragua v. Honduras, 2001); Territorial and Maritime Dispute 
(Nicaragua v. Colombia, 2001); Certain Criminal Proceedings in France (Republic of the Congo v. 
France, 2002); Sovereignty over Pedra Branca/Pulau Batu Puteh, Middle Rocks and South Ledge (Ma-
laysia/Singapore, 2003); Maritime Delimitation in the Black Sea (Romania v.. Ukraine, 2004); Dis-
pute regarding Navigational and Retated Rights (Costa Rica v.. Nicaragua, 2005); Certain Questions 
of Mutual Assistance in CriminalMatters (Djibouti v. France, 2006); Pulp Mills on the River Uruguay 
(Argentina v. Uruguay, 2006). 
40 	http: / /www.itlos.org. La página sólo está disponible en inglés y en francés. En 2005 se 
publicó una monografía en castellano sobre los ocho primeros años del tribunal, que merece un 
juicio muy positivo, en ella puede encontrarse un examen analítico y crítico de su jurisprudencia: 
SOROETA LICEAS, Juan, La jurisprudencia del Tribunal Internacional del Derecho del Mar (1997-
2005), Madrid, Editorial Diles, 2005, 290 páginas. 
41 http: / /www.wto.org. La página está bien traducida al castellano. Para acceder a los casos 
citados puede irse directamente a http: / /www.wto.org/spanish/tratop  s/dispu s/dispu s.htm. 
42 En el documento WT/DSB/42, de 4 de diciembre de 2006, que contiene el informe anual 
del órgano de solución de controversias correspondiente a 2006, se computan las sesiones habidas 
entre el 28 de noviembre de 2005 y el 21 de noviembre de 2006.. 
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1) Nuevos casos. El Órgano atendió 14 requerimientos formales de los Es-
tados miembros para el establecimiento de consultas de consultas43, de los 
cuales cinco afectaban a las Comunidades Europeas y sus Estados miembros. 
En concreto, las Comunidades Europeas presentaron 3 requerimientos44 y 
fueron solicitadas consultas con las mismas en 2 casos45. En los cinco casos 
nuevos en los que participan las Comunidades Europeas una de las partes 
solicitó, y fue acordada, la constitución de un panel o grupo especial tras 
conversaciones infructuosas. 
En el asunto relativo a las medidas que afectan a las importaciones de 
partes de automóviles, el OSD consideró conjuntamente la demanda de es-
tablecimiento de un panel de las Comunidades Europeas (WT/DS339) y las 
demandas en igual sentido de Estados Unidos (WT/DS340) y de Canadá(WT/ 
DS342). 
Se da la curiosidad de que existen dos requerimientos de consultas cruza-
dos, que al mismo tiempo son segundas reclamaciones sobre un mismo tema: 
los relativos a las medidas que afectan at comercio de grandes aeronaves ci-
viles. El contencioso gira en torno a las ayudas para la puesta en marcha de 
actividades en el sector del comercio de grandes aeronaves civiles (Al RBUS 
y BOEING, respectivamente). De un lado, Estados Unidos ataca la legalidad 
de las ayudas ofrecidas tanto por las Comunidades Europeas como por Ale-
mania, España, Francia, y Reino Unido. Las Comunidades Europeas, por su 
parte, consideran prohibidas y recurribles las subvenciones otorgadas a los 
productores estadounidenses de grandes aeronaves civiles y en particular 
a la empresa BOEING, así como leyes, reglamentos, instrumentos legales 
y modificaciones de los mismos que prevén tales subvenciones, ayudas, y 
cualquier otra asistencia prestada a los productores estadounidenses (rama 
de producción estadounidense de grandes aeronaves civiles). 
2) De los casos ya iniciados, el OSD examinó el informe de un panel46. 
Asimismo, se presentó apelación contra las decisiones del grupo especial en 
43 	Los casos introducidos en 2006 como año natural fueron 21, de entre los cuales destacan 
6 quejas de las Comunidades Europeas (contra India, Estados Unidos —en dos casos—, México, China 
y Canadá) y 3 asuntos introducidos contra las Comunidades por Argentina, Estados Unidos y Norue-
ga, respectivamente. No obstante, el informe de 2006 incluye algunas solicitudes introducidas en 
noviembre y diciembre de 2005 y no contempla todas las presentadas en 2006 como año natural. 
44 	En concreto, Comunidades Europeas c. Brasil, Medidas que afectan a las importaciones de 
neumáticos recauchutados (WT/DS332/4); Comunidades Europeas c. China, Medidas que afectaban 
a las importaciones de partes de automóviles (WT/DS339/8); Comunidades Europeas c. Estados 
Unidos, Medidas que afectan al comercio de grandes aeronaves civiles (WT/DS317). 
45  Noruega c. Comunidades Europeas, Medida antidumping sobre el salmón de piscifactoría 
procedente de Noruega (WT/DS337); Estados Unidos c. Comunidades Europeas y determinados Es-
tados miembros, Medidas que afectan al comercio de grandes aeronaves civiles (WT/DS316). 
46  Estados Unidos, Canadá y Argentina c. Comunidades Europeas, Medidas que afectan a la 
aprobación y comercialización de productos biotecnológicos (WT/DS291; WT/DS292 Y WT/DS293). 
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un supuesto'''. El Órgano de solución de controversias examinó los informes 
de apelación en dos casos abiertos con anterioridad'''. 
3) Supervisión de la aplicación de las recomendaciones adoptadas por el 
órgano de solución de controversias. 
Durante el período cubierto por el informe relativo a 2006, las Comuni-
dades Europeas presentaron informe de situación sobre los progresos reali-
zados en la aplicación de las recomendaciones y resoluciones del Órgano de 
Solución de Controversias en cuatro asuntos: asunto relativo a las medidas 
compensatorias sobre las microplaquetas para memorias dinámicas de ac-
ceso aleatorio procedentes de Corea (WT/DS299); asunto relativo a la clasi-
ficación aduanera de los trozos de pollo deshuesados congeladas (WT/DS269 
y WT/DS286); asunto relativo a la exportación de subvenciones al azúcar 
(WT/DS265, WT/DS266 y WT/DS283); y, asunto relativo a la protección de 
las marcas de fábrica o de comercio y las indicaciones geográficas en el 
caso de los productos agrícolas y los productos alimenticios (WT/DS174 y 
WT/DS290). 
4. DERECHOS HUMANOS 
4.1. El Consejo de Derechos Humano?' 
El 15 de Marzo de 2006 la Asamblea General de las Naciones Unidas apro-
bó por resolución 60/251 la creación del Consejo de Derechos en sustitución 
de la Comisión de Derechos Humanos, el órgano principal de Naciones Uni-
das en materia de derechos humanos. El establecimiento del nuevo órgano, 
configurado ahora con el carácter de "órgano subsidiario de la Asamblea 
General" (para.1) y no del ECOSOC como con anterioridad, fue aprobado 
por 170 votos a favor, 4 en contra (Estados Unidos, Israel, Islas Marshall y 
Palau) y 3 abstenciones (Venezuela, Irán y Bielorrusia). 
Durante las negociaciones tres cuestiones dominaron las reuniones: cómo 
habrían de ser elegidos los miembros del nuevo Consejo; qué competencias 
deberían serle reconocidas; y con qué periodicidad debería reunirse. 
El tema de cómo habrían de ser elegidos sus miembros resultó ser el más 
controvertido hasta el final. Estados Unidos, la Unión Europea y algunos 
otros Estados presentaron diversas propuestas con las que pretendían que 
el nuevo Consejo fuera de composición más reducida que la antigua Comi-
sión (compuesta por 53 miembros), más efectivo y que no pudieran formar 
47 	Comunidades Europeas c. Estados Unidos, Leyes, Reglamentos y metodología para el cál- 
culo de los márgenes de dumping ("reducción a cero") (WT/DS294). 
48 	Comunidades Europeas c. Estados Unidos, Leyes, Reglamentos y metodología para el cál- 
culo de los márgenes de dumping ("reducción a cero") (WT/DS294); Comunidades Europeas c. 
Estados Unidos, Trato fiscal aplicado a las "empresas de ventas en el extranjero": Segundo recurso 
de las Comunidades Europeas al párrafo 5 del artículo 21 del ESD (WT/DS108). 
49 Epígrafe realizado por Carlos de Ory Arriaga, Profesor Asociado de Derecho Internacional 
Público y Relaciones Internacionales de la Universidad de Sevilla. 
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parte de él, como en el pasado, Estados poco respetuosos de los derechos 
humanos y favorables, por tanto, a un órgano débil en la materia, pero 
otros Estados se manifestaron claramente en contra. Finalmente el texto 
que prosperó fue un compromiso propuesto por el Presidente de la Asam-
blea General en Febrero de 2006 y que fue aprobado por el órgano plenario. 
En virtud de él el Consejo "estará integrado por cuarenta y siete Estados 
Miembros...cuya composición estará basada en una distribución geográfica 
equitativa. Los puestos se distribuyen entre los grupos regionales de la si-
guiente manera: África, 13; Asia, 13; Europa Oriental, 6; América Latina y 
el Caribe, 8; y Europa Occidental y otros Estados, 7" (par.7). No obstante el 
nuevo sistema representa una clara oportunidad para mejorar los estánda-
res en materia de derechos humanos de sus miembros ya que se establece 
asimismo que los miembros del Consejo "serán elegidos de forma directa e 
individual en votación secreta por la mayoría de los miembros de la Asam-
blea General" (para.7) lo que significa que 96 de 191 miembros deben votar 
afirmativamente a favor de un país; además, aunque su composición sigue 
el criterio de distribución geográfica equitativa, los diferentes grupos regio-
nales sólo tienen a su cargo la elaboración de la lista de tos candidatos pero 
posteriormente cada miembro propuesto debe obtener la mayoría de los 
miembros de la Asamblea General con lo que, en último término, aquellos 
no tienen la única palabra al respecto; que los miembros del Consejo no 
podrán permanecer en él para siempre (como ha sucedido con Rusia desde 
1947) ya que éstos "desempeñarán sus funciones durante un período de tres 
años y no podrán optar a la reelección inmediata después de dos períodos 
consecutivos"(para.7); que a la hora de elegir éstos, los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas "deberán tener en cuenta la contribución de los can-
didatos a la promoción y protección de los derechos humanos y las promesas 
y compromisos voluntarios que hayan hecho al respecto" (para 8); "que la 
Asamblea General, por mayoría de dos tercios de los miembros presentes y 
votantes, podrá suspender los derechos inherentes a formar parte del Con-
sejo de todo miembro de éste que cometa violaciones graves y sistemáticas 
de los derechos humanos" (para.8); y, por último, que "los miembros elegi-
dos deberán aplicar las normas más estrictas en la promoción y protección 
de los derechos humanos y cooperar plenamente con el Consejo..."(para.9) 
En cuanto a la cuestión de qué competencias habría de asumir el nuevo 
órgano, en especial, en relación con el examen de situaciones en países 
concretos, éste, además de continuar con el ejercicio de sus funciones tra-
dicionales de "promover el respeto universal de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales sin distinción "(para.2) para lo cual "formu-
lará recomendaciones a la Asamblea General para seguir desarrollando el 
Derecho internacional en la esfera de los derechos humanos" (par.5 c)), y 
de proteger los derechos humanos ocupándose como en la actualidad en es-
pecial "de las situaciones que violen los derechos humanos, incluidas viola-
ciones graves y sistemáticas"(par.3) deberá, como principal novedad, llevar 
a cabo "un examen periódico universal...sobre el grado de cumplimiento por 
264 
	 J. Alcaide, M. T. Cornellas, E. W. Petit C. de Ory y C. Villegas  Crónica Jurídica Hispalense/Derecho Internacional público 
parte de cada Estado de sus obligaciones y compromisos en materia de de-
rechos humanos de una forma que garantice la universalidad del examen y 
la igualdad de trato respecto de todos los Estados" (par. 5 e)). Los primeros 
en estar sometidos a este régimen serán los miembros del nuevo Consejo 
(para.9). Asimismo, el nuevo órgano "asumirá, examinará, y cuando sea 
necesario, perfeccionará y racionalizará todos los mandatos, mecanismos, 
funciones y responsabilidades de la Comisión de Derechos Humanos a fin de 
mantener un sistema de procedimientos especiales" (par.6). 
Finalmente, en relación con la periodicidad de sus reuniones, mientras 
que la Comisión se reunía con carácter ordinario una vez al año durante seis 
semanas, "el Consejo se reunirá periódicamente a lo largo del año y cele-
brará como mínimo tres períodos de sesiones por año, incluido un período 
de sesiones principal, que tendrán una duración total no inferior a diez 
semanas". También, como su antecesor, "podrá celebrar períodos extraor-
dinarios de sesiones, cuando sea necesario, a solicitud de un miembro del 
Consejo con el apoyo de un tercio de los miembros de éste" (par.10). Las 
organizaciones no gubernamentales, entre otros organismos, mantienen el 
mismo estatuto del que disponían ante la Comisión (para.11). 
El 9 de Mayo de 2006 la Asamblea General celebró la primera elección de 
miembros y su mandato comenzó el 19 de Junio de 2006. 
Los Estados Miembros elegidos han sido tos siguientes: 
- Estados de África: Argelia, Camerún, Djibouti, Gabón, Ghana, Malí, 
Marruecos, Mauricio, Nigeria, Senegal, Sudáfrica, Túnez y Zambia; 
- Estados de Asia: Arabia Saudita, Bahrein, Bangladesh, China, Filipinas, 
India, Indonesia, Japón, Jordania, Malasia, Pakistán, República de Corea y 
Sri Lanka; 
- Estados de Europa Oriental: Azerbaiyán, Federación de Rusia, Polonia, 
República Checa, Rumania y Ucrania; 
- Estados de América Latina y Caribe: Argentina, Brasil, Cuba, Ecuador, 
Guatemala, México, Perú y Uruguay; y 
- Estados de Europa Occidental y otros Estados: Alemania, Canadá, Fin-
landia, Francia, Países Bajos, Reino Unido y Suiza. 
Durante el año el Consejo ha celebrado tres períodos ordinarios de se-
siones en los que, entre otros asuntos, ha discutido ampliamente la apli-
cación de la resolución 60/251 de la Asamblea General, en particular el 
establecimiento del mecanismo de examen periódico universal y la revisión 
y racionalización de los mandatos y mecanismos de la Comisión de Derechos 
Humanos para lo cual han sido creados dos grupos de trabajo y ha celebrado 
cuatro períodos extraordinarios, los tres primeros relativos a la situación de 
los territorios palestinos ocupados y la situación en el Líbano, y el cuarto, 
sobre la situación de los derechos humanos en Darfur (Sudán). 
Como valoración final, pues, el nuevo Consejo de Derechos Humanos 
queda lejos de algunas de las propuestas más originales e innovadoras del 
antiguo Secretario General, Kofi Annan, para el cual este órgano debería 
haber sido un nuevo órgano principal de las Naciones Unidas con la misma  
visibilidad que el Consejo de Seguridad, el ECOSOC o la Asamblea General; 
con miembros elegidos por mayoría de dos tercios a fin de impedir la pre-
sencia en él de Estados poco respetuosos con los derechos humanos; y con 
carácter permanente, para, de manera más modesta, quedar configurado 
como un órgano subsidiario de la Asamblea General, cuyos miembros son 
elegidos por mayoría, y de carácter no permanente. Sin embargo reformas 
tales como los nuevos criterios de elección de sus miembros o el nuevo 
mecanismo de revisión periódica universal deberían en teoría contribuir a 
reforzar la legitimidad del nuevo órgano y de las Naciones Unidas como un 
todo. No obstante, el seguimiento hecho por él hasta la fecha de la última 
situación citada, Darfur, donde, de acuerdo con la investigación llevada a 
cabo por Naciones Unidas, al menos 200.000 personas han muerto a manos 
de las milicias islámicas janjaweed apoyadas por el gobierno de Sudán sin 
que el Consejo haya extraído la consecuencia lógica de ello, a saber, que 
el régimen de Jartún de explicaciones al respecto por la oposición de los 
países musulmanes y árabes con mayoría entre sus miembros, no permite 
abrigar las mejores esperanzas. 
5. ACUERDOS INTERNACIONALES DE INTERÉS PARA ESPAÑA EN 
2006 (CONCLUIDOS, APLICADOS PROVISIONALMENTE O EN-
TRADOS EN VIGOR DURANTE EL AÑO) 
Antes de entrar en un estudio detallado que nos permita conocer cuál ha 
sido la práctica convencional que España ha desarrollado en el ámbito inter-
nacional a lo largo del año 2006, creemos conveniente mencionar algunas 
cuestiones que, si bien no se podrían considerar como integradoras de dicha 
práctica convencional, se encuentran relacionadas con ella. 
Como ejemplo de lo anterior, encontramos la Resolución de 1 de marzo 
de 2006, de la Dirección General de Aviación Civil, por la que se publica el 
Acuerdo de encomienda de gestión a la Sociedad Estatal para las Enseñan-
zas Aeronáuticas Civiles, S. A., para la realización de actividades en materia 
de convenios aéreos (BOE n.° 71, de 24 de marzo, p. 11631); la cuestión de 
inconstitucionalidad número 2750-2006, en relación de la disposición adi-
cional segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación 
General del Sistema Educativo, y los artículos III, VI y VII del Acuerdo sobre 
la Enseñanza y Asuntos Culturales, suscrito el 3 de enero de 1979 entre el 
Estado Español y la Santa Sede. (BOE n.° 84, de 8 de abril, p. 13799); la 
cuestión de inconstitucionalidad número 2751-2006, en relación de la dis-
posición adicional segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 
Ordenación General del Sistema Educativo, y los artículos III, VI y VII del 
Acuerdo sobre la Enseñanza y Asuntos Culturales, suscrito el 3 de enero de 
1979 entre el Estado Español y la Santa Sede. A.7 13799 (BOE n.° 84, de 8 
de abril, p. 13799); y por último, la corrección de errores de la Resolución 
de 17 de enero de 2006, de la Dirección General para la Biodiversidad, por 
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la que se dispone la publicación del Acuerdo de Consejo de Ministros de 
16 de diciembre de 2005, por el que se autoriza la inclusión en la lista del 
Convenio de Ramsar (2 de febrero de 1971), relativo a humedales de im-
portancia internacional especialmente como hábitat de aves acuáticas, de 
las siguientes zonas húmedas españolas: Parque Nacional de Aigüestortes i 
Estany de Sant Maurici, humedales del Macizo de Peñalara, humedales de 
la Sierra de Urbión, Paraje Natural Punta Entinas-Sabinar, Reserva Natural 
Complejo Endorreico de Espera, Reserva Natural Laguna del Conde o El 
Salobral, Reserva Natural Laguna de Tíscar, Reserva Natural Laguna de los 
Jarales, Humedales y Turberas de Padul, Paraje Natural Laguna de Palos 
y las Madres, Reserva Natural Laguna Honda, Reserva Natural Laguna del 
Chinche, Reserva Natural Lagunas de Campillos y Paraje Natural Brazo del 
Este, así como la ampliación de la zona Ramsar Doñana y la redefinición de 
límites de la zona Ramsar laguna y arenal de Valdoviño (BOE n.° 253, de 23 
de octubre, p. 36958). 
Establecido lo anterior, es preciso señalar que los acuerdos internaciona-
les que han conformado la práctica convencional española durante 2006, se 
han clasificado en los seis grupos temáticos que a continuación se desarro-
llan. Dentro de cada uno de ellos, se ha atendido al orden cronológico de su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado (en adelante "BOE"). 
5.1. Acuerdos internacionales de cooperación en los ámbitos 
policial, judicial o administrativo 
Convenio entre el Gobierno español y el Gobierno macedonio para evitar 
la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos 
sobre la renta y el patrimonio, hecho en Madrid el 20 de junio de 2005 (BOE 
n.° 2, de 3 de enero, p. 117). Convenio entre el Reino de España y la Repú-
blica Socialista de Vietnam para evitar la doble imposición y prevenir la 
evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta, hecho en Hanoi el 7 
de marzo de 2005 (BOE n.° 8, de 10 de enero, p. 921). Convenio de trans-
porte marítimo entre el Reino de España y la Federación de Rusia, hecho en 
Moscú el 22 de mayo de 2001 (BOE n.° 26, de 31 de enero, p. 3718). Instru-
mento de ratificación del Convenio de Seguridad Social entre el Reino de 
España y la República del Paraguay, hecho en Asunción el 24 de junio de 
1998 (BOE n.° 28, de 2 de febrero, p. 4062). Acuerdo para la promoción y 
protección recíprocas de inversiones entre el Reino de España y la República 
Federal de Nigeria, hecho en Abuja el 9 de julio de 2002 (BOE n.° 36, de 11 
de febrero, p. 5438). Declaración de aceptación por España de la adhesión 
de la República Dominicana al Convenio sobre los aspectos civiles de la sus-
tracción internacional de menores, hecho en La Haya el 25 de octubre de 
1980 (BOE n.° 69, de 22 de marzo, p. 11118). Declaración de aceptación por 
España de la adhesión de la República de Hungría al Convenio sobre la ob-
tención de pruebas en el extranjero en materia civil o mercantil, hecho en 
La Haya el 18 de marzo de 1970 (BOE n.° 69, de 22 de marzo, p. 11118). 
Acuerdo entre España y Bosnia y Herzegovina sobre supresión recíproca de 
visados en pasaportes diplomáticos y de servicio, hecho ad referéndum en 
Sarajevo el 18 de mayo de 2005 (BOE n.° 72, de 25 de marzo, p. 11686). 
Convenio relativo a la asistencia judicial en el ámbito civil y mercantil entre 
la República Argelina Democrática y Popular y el Reino de España, hecho ad 
referéndum en Madrid el 24 de febrero de 2005 (BOE n.° 103, de 1 de mayo, 
p. 16888). Acuerdo Administrativo para la aplicación del Convenio de Segu-
ridad Social entre el Reino de España y la República Federativa de Brasil, 
hecho en Madrid el 23 de noviembre de 2005 (BOE n.° 110, de 9 de mayo, p. 
17574). Aplicación provisional del Acuerdo entre el Gobierno del Reino Es-
paña y el Gobierno de la República de Albania, sobre supresión recíproca de 
visados en pasaportes diplomáticos y de servicio, hecho en Tirana el 6 de 
febrero de 2006 (BOE n.° 118, de 18 de mayo, p. 18985). Convenio entre el 
Reino de España y la República de Croacia para evitar la doble imposición y 
prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta y el patri-
monio, hecho en Zagreb el 19 de mayo de 2005 (BOE n.° 122, de 23 de mayo, 
p. 19285). Convenio de Seguridad Social entre el Reino de España y la Repú-
blica Dominicana, hecho en Madrid el 1 de julio de 2004 (BOE n.° 139, de 12 
de junio, p. 22409). Convenio entre el Reino de España y la República Árabe 
de Egipto para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en ma-
teria de impuestos sobre la renta y el patrimonio, hecho en Madrid el 10 de 
junio de 2005 (BOE n.° 164, de 11 de julio, p. 25914). Instrumento de rati-
ficación del Convenio complementario al Convenio de Seguridad Social en-
tre el Reino de España y la República de Chile de 28 de enero de 1997, he-
cho en Valencia el 14 de mayo de 2002 (BOE n.° 177, de 26 de julio, p. 
28018). Acuerdo administrativo entre España y Francia sobre gestión del 
agua, firmado en Toulouse el 15 de febrero de 2006 (BOE n.° 192, de 12 de 
agosto, p. 30236). Acuerdo entre Rumania y España sobre cooperación en el 
ámbito de la protección de los menores de edad rumanos no acompañados 
en España, su repatriación y lucha contra la explotación de los mismos, 
hecho en Madrid el 15 de diciembre de 2005 (BOE n.° 195, de 16 de agosto, 
p. 30512). Acuerdo entre eh Reino de España y la República de Cuba sobre 
transporte aéreo, hecho en La Habana el 22 de abril de 2005 (BOE n.° 213, 
de 6 de septiembre, p. 31789). Convenio entre el Reino de España y Malta 
para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de 
impuestos sobre la renta, hecho en Madrid el 8 de noviembre de 2005 (BOE 
n.° 214, de 7 de septiembre, p. 31873). Aplicación Provisional del Canje de 
Cartas constitutivo de Acuerdo entre el Reino de España y la República de 
Croacia sobre el reconocimiento recíproco y el Canje de los permisos de 
conducción nacionales, hecho en Madrid el 9 y 28 de junio de 2006 (BOE n.° 
228, de 23 de septiembre, p. 33521). Instrumento de ratificación del Acuer-
do entre el Reino de España y la República Islámica del Irán para evitar la 
doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre 
la renta y sobre el patrimonio, hecho en Teherán el 19 de julio de 2003 (BOE 
n.° 235, de 2 de octubre, p. 34269). Canje de Cartas, de 26 de octubre de 
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2004, constitutivo de Acuerdo entre el Reino de España y la República Arge-
lina Democrática y Popular sobre el reconocimiento recíproco y el canje de 
los permisos de conducción nacionales (BOE n.° 237, de 4 de octubre, p. 
34485). Convenio entre el Reino de España y el Gobierno de Nueva Zelanda 
para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de 
impuestos sobre la renta y Protocolo, hecho en Wellington el 28 de julio de 
2005 (BOE n.° 243, de 11 de octubre, p. 35153). Corrección de errores del 
Canje de Cartas, de 26 de octubre de 2004, constitutivo de Acuerdo entre 
el Reino de España y la República Argelina Democrática y Popular sobre el 
reconocimiento recíproco y el canje de los permisos de conducción nacio-
nales (BOE n.° 243, de 11 de octubre, p. 35160). Aplicación provisional del 
Convenio de extradición entre el Reino de España y la República Islámica de 
Mauritania, hecho el 12 de septiembre de 2006 (BOE n.° 267, de 8 de no-
viembre, p. 38829). Aplicación provisional del Convenio entre el Reino de 
España y la República Islámica de Mauritania relativo a la asistencia a per-
sonas detenidas y al traslado de personas condenadas, hecho el 12 de sep-
tiembre de 2006 (BOE n.° 267, de 8 de noviembre, p. 38832). Aplicación 
provisional del Convenio relativo a la asistencia judicial en el ámbito civil y 
mercantil entre el Reino de España y la República Islámica de Mauritania, 
hecho el 12 de septiembre de 2006 (BOE n.° 267, de 8 de noviembre, p. 
38835). Aplicación provisional del Convenio relativo a la asistencia judicial 
en materia penal entre el Reino de España y la República Islámica de Mau-
ritania, hecho el 12 de septiembre de 2006 (BOE n.° 267, de 8 de noviem-
bre, p. 38838). Entrada en vigor del Convenio de asistencia judicial en ma-
teria civil y mercantil entre el Reino de España y la República Dominicana, 
hecho en Madrid el 15 de septiembre de 2003 (BOE n.° 279, de 22 de no-
viembre, p. 40879). Entrada en vigor del Convenio entre el Reino de España 
y la República Dominicana sobre ejecución de sentencias penales, hecho en 
Madrid el 15 de septiembre de 2003 (BOE n.° 279, de 22 de noviembre, p. 
40879). Acuerdo entre el Gobierno Español y el Gobierno Macedonio relativo 
a la readmisión de personas en situación irregular, hecho "ad referéndum" 
en Skopje el 6 de febrero de 2006 (BOE n.° 280, de 23 de noviembre, p. 
40986). Corrección de errores del Convenio relativo a la asistencia judicial 
en materia penal entre el Reino de España y la República Islámica de Mau-
ritania, hecho en Madrid el 12 de septiembre de 2006 (BOE n.° 292, de 7 de 
diciembre, p. 42955). Corrección de errores del Convenio de extradición 
entre el Reino de España y la República Islámica de Mauritania, hecho en 
Madrid el 12 de septiembre de 2006 (BOE n.° 296, de 12 de diciembre, p. 
43454). Aplicación provisional del Acuerdo entre el Reino de España y la 
República Francesa relativo a la Oficina de Controles Nacionales Yuxtapues-
tos de Biriatou, hecho en Madrid el 13 de noviembre de 2006 (BOE n.° 309, 
de 27 de diciembre, p. 45772). Aplicación provisional del Acuerdo Marco de 
cooperación en materia de inmigración entre el Reino de España y la Repú-
blica de Gambia, hecho "ad referendum" en Banjul el 9 de octubre de 2006 
(BOE n.° 310, de 28 de diciembre, p. 45914). 
5.2. Acuerdos internacionales de cooperación cultural o cientí-
fico-técnica 
Aplicación provisional del Acuerdo entre el Gobierno del Reino de España 
y el Gobierno de la República Popular de China sobre el establecimiento de 
Centros Culturales, hecho en Madrid el 14 de noviembre de 2005 (BOE n.° 
34, de 9 de febrero, p. 4934). Canje de Notas, de 9 de enero y 6 de febrero 
de 2004, constitutivo de Acuerdo por el que se modifican los artículos 11, 
12 y 13 del Tratado de intercambio cultural entre España y Paraguay de 
26 de marzo de 1957 (BOE n.° 35, de 10 de febrero, p. 5111). Convenio de 
Cooperación Cultural, Educativa y Científica entre el Gobierno del Reino 
de España y el Gobierno de la República Socialista de Vietnam, hecho en 
Madrid el 11 de junio de 2005 (BOE n.° 68, de 21 de marzo, p. 11045). En-
trada en vigor del Acuerdo entre el Reino de España y la Agencia Espacial 
Europea para el establecimiento de instalaciones de seguimiento terrestre 
y adquisición de datos, incluida una antena de espacio lejano, en el empla-
zamiento de Cebreros (Ávila), hecho en Madrid el 22 de julio de 2003 (BOE 
n.° 123, de 24 de mayo, p. 19438). Acuerdo sobre Cooperación Antártica 
entre el Gobierno del Reino de España y et Gobierno de la República de Bul-
garia, hecho en Nueva York el 18 de septiembre de 2005 (BOE n.° 130, de 1 
de junio, p. 20635). Código Técnico relativo al control de las emisiones de 
nitrógenos de los motores diésel marinos (Código NOx) según la Resolución 
2 de la Conferencia de las partes en el Convenio Internacional para Prevenir 
la Contaminación por los Buques, 1973, modificado por el Protocolo de 1978 
(Conferencia 3 MARPOL 1997), adoptado en Londres el 26 de septiembre 
de 1997 (BOE n.° 131, de 2 de junio, p. 20794). Instrumento de ratificación 
del Tratado de amistad y cooperación entre el Reino de España y Bosnia y 
Herzegovina, hecho en Madrid el 25 de abril de 2002 (BOE n.° 163, de 10 de 
julio, p. 25837). Entrada en vigor del Acuerdo entre el Gobierno del Reino 
de España y el Gobierno de la República Popular de China sobre el estableci-
miento de Centros Culturales, hecho en Madrid el 14 de noviembre de 2005 
(BOE n.° 235, de 2 de octubre, p. 34277). Convenio básico de cooperación 
entre el Reino de España y la República Socialista de Vietnam, hecho en 
Madrid el 8 de octubre de 2001 (BOE n.° 236, de 3 de octubre, p. 34397). 
Acuerdo de cooperación en materia de turismo entre el Gobierno del Reino 
de España y el Gobierno de la Federación Rusa, hecho en Madrid el 9 de 
febrero de 2006 (BOE n.° 250, de 19 de octubre, p. 36324). Aplicación provi-
sional del Intercambio de cartas, de 9 de junio y 3 de julio de 2006, relativo 
a la creación de una Comisión intergubernamental hispano-francesa para 
proponer una selección de proyectos de autopistas del mar entre España y 
Francia (BOE n.° 265, de 6 de noviembre, p. 38513). Aplicación provisional 
del Canje de Notas, constitutivo de Acuerdo entre España y el Centro Inter-
nacional de Altos Estudios Agronómicos Mediterráneos (CIHEAM) para lograr 
la equivalencia entre los títulos otorgados por este último a través del Ins-
tituto Agronómico Mediterráneo de Zaragoza y el título oficial español de 
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Máster, hecho en Madrid el 27 de septiembre de 2006 (BOE n.° 278, de 21 de 
noviembre, p. 40634). Modificaciones de 10 de octubre de 2006, del Conve-
nio referente a las relaciones cinematográficas entre el Reino de España y 
el Gobierno de Canadá establecido en Madrid el 14 de enero de 1985 (BOE 
n.° 296, de 12 de diciembre, p. 43453). 
5.3. Acuerdos internacionales multilaterales en los que partici-
pa España 
Instrumento de ratificación del Protocolo de 1996 relativo al Convenio 
sobre la prevención de la contaminación del mar por vertimiento de dese-
chos y otras materias, 1972, hecho en Londres el 7 de noviembre de 1996 
(BOE n.° 77, de 31 de marzo, p. 12457). Instrumento de Adhesión de España 
al Convenio de Tampere sobre el suministro de recursos de telecomunica-
ciones para la mitigación de catástrofes y las operaciones de socorro en 
caso de catástrofes, hecho en Tampere el 18 de junio de 1998 (BOE n.° 81, 
de 5 de abril, p. 13157). Acuerdo Multilateral M-171 en virtud de la Sección 
1.5.1 del Acuerdo Europeo sobre transporte internacional de mercancías 
peligrosas por carretera (ADR) sobre el transporte a granel en vehículos 
cubiertos de materias sólidas de las clases 6.1 y 8 del grupo de embalaje 
III, hecho en Madrid el 27 de enero de 2006 (BOE n.° 83, de 7 de abril, p. 
13598). Acuerdo Multilateral M-173 en virtud de la Sección 1.5.1 del Acuerdo 
Europeo sobre transporte internacional de mercancías peligrosas por carre-
tera (ADR) (publicado en el "Boletín Oficial del Estado" número 18 de 21 de 
enero de 2005), relativo a los Códigos LQ4 y LQ5 del 3.4.6, hecho en Madrid 
el 30 de diciembre de 2005 (BOE n.° 83, de 7 de abril, p. 13598). Acuerdo 
Multilateral M-175 en virtud de la Sección 1.5.1 del Acuerdo Europeo sobre 
transporte internacional de mercancías peligrosas por carretera (ADR) rela-
tivo al transporte de dióxido de carbono en botellas de hasta 500 ml, hecho 
en Madrid el 27 de enero de 2006 (BOE n.° 83, de 7 de abril, p. 13599). 
Enmiendas de 2003 al Protocolo de 1988, relativo al Convenio Internacional 
sobre líneas de cargas, 1966, adoptadas el 5 de junio de 2003, mediante 
Resolución MSC 143(77) (BOE n.° 95, de 21 de abril, p. 15305). Acuerdo 
Multilateral M-178 en virtud de la Sección 1.5.1 del Acuerdo Europeo so-
bre transporte internacional de mercancías peligrosas por carretera (ADR), 
publicado en el "Boletín Oficial del Estado" número 18, de 21 de enero de 
2005, relativo al idioma de las indicaciones a introducir en el documento 
de transporte, hecho en Madrid el 1 de marzo de 2006 (BOE n.° 128, de 30 
de mayo, p. 20155). Instrumento de ratificación del Protocolo facultativo a 
la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, hecho en Nueva York el 18 de diciembre de 2002 (BOE n.° 148, 
de 22 de junio, p. 23537). Instrumento de ratificación del Protocolo de 1999 
por el que se modifica el Convenio relativo a los transportes internacionales 
por ferrocarril (COTIF) de 9 de mayo de 1980, hecho en Vilna el 3 de junio de 
1999 (BOE n.° 149, de 23 de junio, p. 23722). Instrumento de ratificación de  
la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, hecha en Nueva 
York el 31 de octubre de 2003 (BOE n.° 171, de 19 de julio, p. 27132). En-
miendas de 1998 al Código de Formación, Titulación y Guardia para la gente 
de mar (Código de Formación) (publicado en el "Boletín Oficial del Estado" 
número 120, de 20 de mayo de 1997), adoptadas el 9 de diciembre de 1998 
mediante Resolución MSC.78(70) (BOE n.° 176, de 25 de julio, p. 27734). 
Convenio Internacional para la represión de la falsificación de la moneda, 
hecho en Ginebra el 20 de abril de 1929 (publicado en la Gaceta de Madrid 
de 8 de marzo de 1931). Notificación del Reino de España de designación 
de una Oficina central conforme a los artículos 12 a 15 del Convenio (BOE 
n.° 191, de 11 de agosto, p. 30062). Instrumento de adhesión de España al 
Protocolo sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra los sucesos de 
contaminación por sustancias nocivas y potencialmente peligrosas, hecho 
en Londres el 15 de marzo de 2000 (BOE n.° 201, de 23 de agosto, p. 30940). 
Acuerdo Multilateral ADR M-177 en virtud de la sección 1.5.1 del Acuerdo 
Europeo sobre transporte internacional de mercancías peligrosas por carre-
tera (ADR), publicado en el "Boletín Oficial del Estado" número 18, de 21 de 
enero de 2005, relativo al documento de transporte en operaciones de ven-
ta en ruta, hecho en Madrid el 23 de junio de 2006 (BOE n.° 272, de 14 de 
noviembre, p. 39695). Instrumento de ratificación de España del Convenio 
relativo a la profundización de la cooperación transfronteriza, en particular 
en materia de lucha contra el terrorismo, la delincuencia transfronteriza y 
la migración ilegal, hecho en Prüm el 27 de mayo de 2005 (BOE n.° 307, de 
25 de diciembre, p. 45524). Declaración relativa a la aplicación a la Región 
Administrativa Especial de Hong Kong del Convenio sobre la responsabilidad 
civil en materia de energía nuclear (publicado en los "Boletines Oficiales 
del Estado" n.° 28, de 2 de febrero de 1967, n.° 164, de 9 de julio de 1968, 
n.° 262, de 1 de noviembre de 1988), adoptada en París el 13 de octubre de 
2000 (BOE n.° 308, de 26 de diciembre, p. 45609). 
5.4. Acuerdos internacionales adoptados en el marco de Orga-
nizaciones internacionales 
Acuerdo Marco entre el Reino de España y el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), hecho en Nueva York el 13 de abril de 
2005. (BOE n.° 27, de 1 de febrero, p. 3878). Instrumento de ratificación del 
Acuerdo entre los Estados participantes en la Brigada Multinacional de Fuer-
zas de Reserva de Despliegue Rápido para operaciones de la ONU referente 
al Estatuto de sus fuerzas (SHIRBRIG), hecho en Copenhague el 13 de di-
ciembre de 2001 (BOE n.° 52, de 2 de marzo, p. 8507). Aplicación Provisio-
nal del Acuerdo entre el Reino de España y la Secretaría del Convenio sobre 
la diversidad biológica sobre la cuarta reunión del Grupo especial de com-
posición abierta entre períodos de sesiones sobre el artículo 8.j) y disposi-
ciones conexas del Convenio sobre la diversidad biológica y la cuarta re-
unión del grupo de trabajo especial de composición abierta sobre acceso y 
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distribución de beneficios, hecho en Madrid, el 19 de diciembre de 2005 
(BOE n.° 56, de 7 de marzo, p. 9143). Convenio establecido sobre la base de 
la letra c) del apartado 2 del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea 
relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén implica-
dos funcionarios de las Comunidades Europeas o de los Estados miembros de 
la Unión Europea, hecho en Bruselas el 26 de mayo de 1997 (BOE n.° 74, de 
28 de marzo, p. 11804). Acuerdo Euromediterráneo por el que se establece 
una Asociación entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por 
una parte, y la República Argelina Democrática y Popular, por otra, hecho 
en Valencia el 22 de abril de 2002 (BOE n.° 79, de 3 de abril, p. 12877). 
Acuerdo sobre la participación de la República Checa, la República de Esto-
nia, la República de Chipre, la República de Letonia, ta República de Litua-
nia, la República de Hungría, la República de Malta, la República de Polonia, 
la República de Eslovenia y la República Eslovaca en el Espacio Económico 
Europeo, hecho en Luxemburgo el 14 de octubre de 2003 (BOE n.° 79, de 3 
de abril, p. 12877). Protocolo establecido sobre la base del artículo K.3 del 
Tratado de la Unión Europea, relativo a la interpretación, con carácter pre-
judicial, por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, del Con-
venio relativo a la utilización de la tecnología de la información a efectos 
aduaneros y de la declaración relativa a la adopción simultánea del Conve-
nio relativo a la utilización de la tecnología de la información a efectos 
aduaneros y del Protocolo relativo a la interpretación de dicho Convenio, 
con carácter prejudicial, por el Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas, hecho en Bruselas el 29 de noviembre de 1996 (BOE n.° 79, de 3 
de abril, p. 12904). Instrumento de ratificación del Acuerdo de Asociación 
entre los Estados de África, del Caribe y del Pacífico, por una parte, y la 
Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, hecho en Cotonú el 
23 de junio de 2000; Acuerdo interno entre los Representantes de los Go-
biernos de los Estados Miembros, reunidos en el seno del Consejo, relativo 
a la financiación y la administración de la ayuda comunitaria y Acuerdo in-
terno entre los representantes de los gobiernos de los Estados Miembros, 
reunidos en el seno del Consejo, relativo a las medidas y procedimientos 
que deben adoptarse para la aplicación del Acuerdo de Asociación ACP-CE 
(BOE n.° 82, de 6 de abril, p. 13278). Acuerdo-Marco entre el Reino de Es-
paña y el Fondo de Población de las Naciones Unidas (FNUAP/UNFPA), hecho 
en Nueva York el 28 de junio de 2005 (BOE n.° 82, de 6 de abril, p. 13304). 
Acuerdo Euromediterráneo por el que se establece una asociación entre la 
Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la República 
del Líbano, por la otra, hecho en Luxemburgo el 17 de junio de 2002 (BOE 
n.° 93, de 19 de abril, p. 14850). Convenio establecido sobre la base del 
artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea, relativo a la utilización de la 
tecnología de la información a efectos aduaneros, hecho en Bruselas el 26 
de julio de 1995 (BOE n.° 104, de 2 de mayo, p. 16972). Aplicación provisio-
nal del Acuerdo entre el Reino de España y la Unesco, relativo a la VI Re-
unión del Órgano Consultivo de Expertos en Derecho del Mar (IOC/ABE-LOS 
VI), que tendrá lugar en Málaga del 3 al 7 de abril de 2006, hecho en París 
el 30 de marzo de 2006 (BOE n.° 117, de 17 de mayo, p. 18841). Acuerdo 
Marco entre el Reino de España y el Fondo de Desarrollo de las Naciones 
Unidas para la Mujer (UNIFEM), hecho en Madrid el 8 de junio de 2005 (BOE 
n.° 127, de 29 de mayo, p. 20081). Aplicación Provisional del Canje de No-
tas, de 17 de abril de 2006, entre el Reino de España y la República Portu-
guesa sobre la aplicación en España del SOFÁ OTAN a las tropas participan-
tes en el ejercicio EGEX-06 de la Fuerza de Gendarmería Europea que tendrá 
lugar en Madrid del 19 al 28 de abril (BOE n.° 136, de 8 de junio, p. 21824). 
Aplicación Provisional del Canje de Notas, de 7 y 11 de abril de 2006, entre 
el Reino de España y la República Italiana sobre la aplicación en España del 
SOFÁ OTAN a las tropas participantes en el ejercicio EGEX-06, de La Fuerza 
de la Gendarmería Europea que tendrá lugar en Madrid del 19 al 28 de abril 
(BOE n.° 136, de 8 de junio, p. 21825). Aplicación Provisional del Canje de 
Notas, de 7 y 13 de abril de 2006, entre el Reino de España y el Reino de los 
Países Bajos, sobre la aplicación en España del SOFÁ OTAN a las tropas par-
ticipantes en el ejercicio EGEX-06, de la Fuerza de Gendarmería Europea, 
que tendrá lugar en Madrid del 19 al 28 de abril (BOE n.° 137, de 9 de junio, 
p. 22049). Aplicación Provisional del Canje de Notas, de 7 y 17 de abril de 
2006, entre el Reino de España y la República Francesa sobre la aplicación 
en España del SOFÁ OTAN a las tropas participantes en el ejercicio EGEX-06, 
de la Fuerza de Gendarmería Europea que tendrá lugar en Madrid del 19 al 
28 de abril (BOE n.° 137, de 9 de junio, p. 22050). Aplicación provisional del 
Convenio de responsabilidades que han de asumir el Reino de España y la 
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
con respecto a la consulta de expertos en incendios forestales, hecho en 
Roma el 8 de mayo de 2006 (BOE n.° 145, de 19 de junio, p. 23210). Aplica-
ción provisional del Convenio de responsabilidades que han de asumir el 
Reino de España y la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultu-
ra y la Alimentación con respecto a la décima reunión del Subcomité sobre 
comercio pesquero del Comité de pesca, hecho en Roma el 29 de mayo de 
2006 (BOE n.° 159, de 5 de julio, p. 25216). Aplicación provisional del Con-
venio de responsabilidades que han de asumir el Reino de España y la Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación con 
respecto a la primera reunión del órgano rector del Tratado Internacional 
sobre los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura (Ma-
drid, 12 al 16 de junio), hecho en Roma el 25 de mayo de 2006 (BOE n.° 160, 
de 6 de julio, p. 25329). Aplicación provisional del Convenio de responsabi-
lidades que han de asumir el Reino de España y la Organización de las Na-
ciones Unidas para ta Agricultura y la Alimentación con respecto a la quinta 
Reunión del Comité de acuicultura de la Comisión General de Pesca del Me-
diterráneo, hecho en Roma el 29 de mayo de 2006 (BOE n.° 161, de 7 de 
julio, p. 25418). Enmiendas at Acuerdo relativo a la Organización Interna-
cional de Telecomunicaciones por Satélite (INTELSAT) y al Acuerdo Operati-
vo hechos en Washington el 20 de agosto de 1971 (publicados en el "Boletín 
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Oficial del Estado" n.° 76, de 29 de marzo de 1973, y n.° 66, de 17 de marzo 
de 1973, respectivamente), aprobados por la Vigésima Quinta Asamblea de 
Partes en Washington et 17 de noviembre de 2000 (BOE n.° 169, de 17 de 
julio, p. 26889). Enmiendas al Protocolo sobre privilegios e inmunidades de 
la Organización Europea para la explotación de satélites meteorológicos 
(EUMETSAT) (publicado en el "Boletín Oficial del Estado" n.° 18, de 21 de 
enero de 1992), adoptadas de conformidad con la decisión de la 48 reunión 
del Consejo de EUMETSAT, hecho en Ginebra el 26 de junio de 2001 (BOE n.° 
179, de 28 de julio, p. 28299). Corrección de errores de las Enmiendas al 
Acuerdo relativo a la Organización Internacional de Telecomunicaciones por 
Satélite (INTELSAT) y at Acuerdo Operativo hechos en Washington el 20 de 
agosto de 1971 (publicados en el "Boletín Oficial del Estado" n.° 76, de 29 
de marzo de 1973, y n.° 66, de 17 de marzo de 1973, respectivamente), 
aprobados por la Vigésima Quinta Asamblea de Partes en Washington el 17 
de noviembre de 2000, y aprobadas en la Trigésima Primera Reunión de Sig-
natarios el 10 de noviembre de 2000 respectivamente (BOE n.° 183, de 2 de 
agosto, p. 28810). Instrumento de Aceptación de España de los Instrumen-
tos de Enmienda a la Constitución y al Convenio de la Unión Internacional 
de Telecomunicaciones (Ginebra 1992), hecho en Marrakech el 18 de octu-
bre de 2002 (BOE n.° 183, de 2 de agosto, p. 28810). Instrumento de Adhe-
sión de España al Acuerdo por el que se establece la Organización Interna-
cional para el desarrollo de la pesca en Europa Oriental y Central (EUROFISH), 
hecho en Copenhague el 23 de mayo de 2000 (BOE n.° 199, de 21 de agosto, 
p. 30804). Instrumento de Aceptación de España del Nuevo Texto revisado 
de la Convención internacional de protección fitosanitaria, hecha en Roma 
el 6 de diciembre de 1951 que entró en vigor el 3 de abril de 1952 y fue 
revisada en 1979, aprobado por la Conferencia de la FAO en su 29.° período 
de sesiones celebrado en Roma et 18 de noviembre de 1997 (BOE n.° 200, de 
22 de agosto, p. 30868). Corrección de errores del Acuerdo Marco entre el 
Reino de España y el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la 
Mujer (UNIFEM), hecho en Madrid el 8 de julio de 2005 (BOE n.° 211, de 4 de 
septiembre, p. 31576). Aplicación provisional del Acuerdo de país anfitrión 
entre el Reino de España y las Naciones Unidas para la organización de la 
"Mesa Redonda Ministerial de Madrid para los países de África Occidental y 
Central sobre marco jurídico de la lucha contra el terrorismo", hecho en 
Viena el 18 de mayo de 2006 (BOE n.° 231, de 27 de septiembre, p. 33782). 
Aplicación provisional del Intercambio de cartas de fecha 12 de septiembre 
de 2006, entre España y Naciones Unidas/Federación Astronáutica Interna-
cional (FAI), sobre utilización de la tecnología espacial para la gestión del 
agua (Valencia, 29 y 30 de septiembre de 2006) (BOE n.° 268, de 9 de no-
viembre, p. 39066). Aplicación provisional del Acuerdo entre las Naciones 
Unidas y el Reino de España relativo a la celebración de la VI Reunión del 
Comité Ejecutivo de la Conferencia Estadística de las Américas de la CEPAL, 
hecho en Santiago de Chile el 20 de septiembre de 2006 (BOE n.° 269, de 10 
de noviembre, p. 39156). Acuerdo sobre la admisión de España al Sistema 
J410.11,851'415,44,5anleluíjJ71.15/1- nternaci 
de Integración Centroamericana en la categoría de Observador Extra Regio-
nal, hecho el 15 de octubre de 2005 (BOE n.° 272, de 14 de noviembre, p. 
39695). Aplicación provisional del Acuerdo relativo al Fondo Fiduciario de 
Cooperación Técnica entre el Reino de España y las Naciones Unidas para el 
establecimiento de la Oficina de las Naciones Unidas de Apoyo al Decenio 
Internacional para la Acción, "El agua, fuente de vida, 2005-2015", hecho 
en Nueva York et 19 de septiembre de 2006 (BOE n.° 277, de 20 de noviem-
bre, p. 40585). Corrección de erratas del Instrumento de Adhesión de Espa-
ña al Acuerdo por el que se establece la Organización Internacional para el 
desarrollo de la pesca en Europa Oriental y Central (EUROFISH), hecho en 
Copenhague el 23 de mayo de 2000 (BOE n.° 307, de 25 de diciembre, p. 
45535). 
5.5. Acuerdos internacionales concluidos en el contexto de las 
relaciones de vecindad 
Convenio internacional relativo a la constitución de un mercado ibérico 
de la energía eléctrica entre el Reino de España y la República Portuguesa, 
hecho en Santiago de Compostela el 1 de octubre de 2004 (BOE n.° 121, de 
22 de mayo, p. 19208). Aplicación provisional del Acuerdo entre el Reino 
de España y el Principado de Andorra sobre traslado y gestión de residuos, 
hecho en Madrid el 17 de octubre de 2006 (BOE n.° 292, de 7 de diciembre, 
p. 42953). 
5.6. Resoluciones de la Secretaría General Técnica del Ministe-
rio de Asuntos Exteriores relativas a acuerdos internacio-
nales de interés para España 
Resolución de 16 de enero de 2006, de La Secretaría General Técnica, 
relativa a la Objeción de España a la reserva formulada por Omán al Proto-
colo facultativo de la Convención sobre los derechos del niño, sobre la par-
ticipación de niños en conflictos armados (publicado en el "Boletín Oficial 
del Estado" núm. 92, de 17 de abril de 2002), hecho en Nueva York el 25 
de mayo de 2000 (BOE n.° 21, de 25 de enero, p. 3134). Resolución de 2 de 
febrero de 2006, de la Secretaría General Técnica, sobre aplicación del artí-
culo 32 del Decreto 801/1972, relativo a la ordenación de la actividad de la 
Administración del Estado en materia de Tratados Internacionales (BOE n.° 
40, de 16 de febrero, p. 6123). Resolución de 20 de febrero de 2006, de la 
Secretaría General Técnica, relativa a la Objeción de España a la declara-
ción formulada por Pakistán al Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (publicado en el "Boletín Oficial del Estado" número 
103, de 30 de abril de 1977), hecho en Nueva York el 16 de diciembre de 
1966 (BOE n.° 51, de 1 de marzo, p. 8295). Resolución de 31 de marzo de 
2006, de la Secretaría General Técnica, sobre la declaración de Letonia al 
Convenio Europeo de Extradición (número 24 del Consejo de Europa), hecho 
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en París el 13 de diciembre de 1957 (BOE n.° 89, de 14 de abril, p. 14366). 
Resolución de 18 de mayo de 2006, de la Secretaría General Técnica, re-
lativa a la objeción de España a la Declaración Explicatoria formulada por 
Egipto en el momento de la ratificación del Convenio Internacional para la 
Represión de la Financiación del Terrorismo (publicado en el "Boletín Oficial 
del Estado" número 92, de 17 de abril de 2002), hecho en Nueva York el 9 de 
diciembre de 1999 (BOE n.° 133, de 5 de junio, p. 21125). Resolución de 18 
de mayo de 2006, de la Secretaría General Técnica, relativa a la objeción 
de España a la reserva formulada por la República Árabe Siria al párrafo 1 
b) del artículo 2 del Convenio Internacional para la Represión de la Finan-
ciación del Terrorismo (publicado en el "Boletín Oficial del Estado" número 
92, de 17 de abril de 2002), hecho en Nueva York el 9 de diciembre de 1999 
(BOE n.° 133, de 5 de junio, p. 21125). Resolución de 7 de junio de 2006, de 
la Secretaría General Técnica, sobre aplicación del artículo 32 del Decreto 
801/1972, relativo a la ordenación de la actividad de la Administración del 
Estado en materia de Tratados Internacionales (BOE n.° 147, de 21 de ju-
nio, p. 23387). Resolución de 14 de junio de 2006, de la Secretaría General 
Técnica, relativa a la Objeción de España a la reserva de Bélgica al artículo 
11 del Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas 
cometidos con bombas (publicado en el "Boletín Oficial del Estado" núm. 
140, de 12 de junio de 2001) hecho en Nueva York el 9 de enero de 1998 
(BOE n.° 151, de 26 de junio, p. 24036). Resolución de 24 de julio de 2006, 
de la Secretaría General Técnica, sobre la declaración de Italia al Convenio 
Europeo de Extradición (Número 24 del Consejo de Europa) hecho en París 
el 13 de diciembre de 1957 (publicado en el Boletín Oficial del Estado n.° 
136, de 8 de junio de 1982) (BOE n.° 184, de 3 de agosto, p. 28993). Reso-
lución de 16 de octubre de 2006, de la Secretaría General Técnica, sobre 
aplicación del artículo 32 del Decreto 801/1972, de 24 de marzo, relativo a 
la ordenación de la actividad de la Administración del Estado en materia de 
Tratados Internacionales (BOE n.° 253, de 23 de octubre, p. 36921). Reso-
lución de 25 de octubre de 2006, de la Secretaría General Técnica, relativa 
a la Objeción de España a la reserva de Egipto al artículo 19 párrafo 2 del 
Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas come-
tidos con bombas (publicado en el "Boletín Oficial del Estado" núm. 140, de 
12 de junio de 2001), hecho en Nueva York el 9 de enero de 1998 (BOE n.° 
257, de 27 de octubre, p. 37477). 
RESUMEN: 
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